
% 72%

% 47%

% 100%

% 100%

No. 
Fecha de 
recepción

Remitente 
Observación recibida

Estado

1 23/10/2023
SERGIO DUARTE 
MANTILLA

Artículo 2.2.2.3.1
Considero que la definición actual es demasiado específica y limitada, y que no abarca todas las posibles situaciones en las que puede surgir un conflicto de 
intereses.
Por esta razón, sugiero su reemplazo por la siguiente:
Un conflicto de interés es una situación en la que una persona o entidad tiene intereses personales o profesionales que pueden afectar su lealtad, 
independencia o diligencia en su toma de decisiones o el desempeño de sus funciones, en beneficio propio o de un tercero.
Esta definición es más amplia y general, y se basa en los desarrollos internos de nuestros Jueces de la República, incluyendo aproximaciones de la Corte 
Suprema de Justicia y la Superintendencia de Sociedades. Así mismo, tiene como referente aproximaciones como el UK Governance Code de 2018 y las 
sentencias de la Corte de Cancillería de Delaware. 
Por su parte, lo relativo a “las personas con análoga relación de afectividad” es ambiguo y puede generar problemas en su implementación. En ese sentido se 
sugiere reemplazar por “las personas con relaciones sentimentales sin vocación de permanencia”.
Por último, recomendaría eliminar lo “expedito y previo” del procedimiento de aprobación. Lo anterior entendiendo que las situaciones puedan ser gestionadas 
adecuadamente cumpliendo con los pasos previstos. En igual forma, considerar las normas estatutarias para efectos de la convocatoria y no exclusivamente 
el representante legal como está planteado.

Aceptada

Número total de comentarios
recibidos 

25

https://www.mincit.gov.co/normatividad/proyectos-de-normatividad/proyectos-de-decreto-2023
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25

18

7

Resultados de la consulta

Consolidado de observaciones y respuestas 

Número de Total de participantes

Fecha de inicio
Fecha de finalización

Enlace donde estuvo la consulta pública

18 de octubre de 2023

Correo electrónico cfranco@supersociedades.gov.co

Publicidad e informe de observaciones y respuestas de los proyectos especificos de regulación

En cumplimiento del Decreto 1081 de 2015 artículo 2.1.2.1.14. Publicidad e informe de observaciones y respuestas de los proyectos específicos de regulación expedidos con firma del presidente de la República 

Datos básicos

Descripción de la consulta

Nombre de la entidad 
Responsable del proceso 

Nombre del proyecto de regulación

Objetivo del proyecto de regulación

Fecha de publicación del informe

“Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, en lo relativo al conflicto de intereses y competencia con la sociedad por parte de los administradores, y a la aplicación del principio de deferencia al criterio empresarial”

Actualizar la normatividad en el sentido de definir el concepto de conflicto de intereses y las personas que se consideran vinculadas al administrador para tales fines; actualizar el procedimiento de autorización de las actividades y actos en conflicto de intereses y actos de competencia en cabeza de los adminsitradores; reconocer el principio de deferencia al
criterio empresarial.

Superintendencia de Sociedades
Camilo Armando Franco Leguízamo - Director de Supervisión Empresarial - Superintendencia de Sociedades

15 días
Tiempo total de duración de la
consulta: 

Canales o medios dispuestos para la difusión del proyecto 

Canales o medios dispuestos para la
recepción de comentarios

1° de noviembre de 2023

Número de comentarios aceptados
Número de comentarios no
aceptadas
Número total de artículos del 6
Número total de artículos del
proyecto con comentarios

6

Número total de artículos del
proyecto modificados 

6

Consideración desde entidad

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas, se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la denominación de 
estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar su sentido ni generar conceptos indefinidos. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales 
pertinentes y la jurisprudencia, en materia de convocatorias y los términos y medios a los que se refiere la ley.



No. 
Fecha de 
recepción

Remitente 
Observación recibida

Estado Consideración desde entidad

2 26/10/2023
FRANCISCO OCHOA 
LIÉVANO

El Decreto excede la facultad reglamentaria. Sección Segunda Subsección A, sentencia de 6 de julio de 2017. Radicación 11001-03-24-000-2008-00390-00 
(0585-09)
 En cuanto a los puntos concretos de violación de la facultad reglamentaria:
 El proyecto define qué es un conflicto de intereses y señala quiénes son las personas vinculadas al administrador, situación que podría incurrir en dos 
problemas: ampliar el alcance de la ley a aspectos no establecidos en ella o limitar la ley a puntos que sí quiso incluir. Es decir, se corre el riesgo de 
extenderse o de quedarse corto.
 Similar situación ocurre con los actos de competencia.
 En cuanto al procedimiento para levantar los conflictos, se encuentran estos inconvenientes que exceden la facultad reglamentaria:                                                                                   
 1. Ordena la inclusión del punto en el orden del día, requisito no establecido en la ley para el levantamiento del conflicto
2. Excluye al administrador de votar, suprimiéndole un derecho legalmente establecido, aspecto que está restringido al legislador.
3. Establece una responsabilidad solidaria e ilimitada para los accionistas que voten un acto en conflicto que perjudique a la sociedad.
4. Remite al procedimiento establecido en el artículo 233 de la ley 222, norma que se entendería derogada con la expedición del Código General del Proceso 
que establece el procedimiento verbal como regla general para la resolución de los conflictos societarios.
5. Establece como parte de las restituciones recíprocas derivadas de la nulidad, “el reintegro de las ganancias obtenidas con la realización de la conducta 
sancionada”, tema que ya venía desde el decreto 1295 de 2005, lo que no lo hace menos ilegal.
6. En el parágrafo 1 de este artículo se hace referencia al artículo 44 de la ley, cuando pensaría que se quiso referir al 40, pues es el que trata de arbitraje. Si 
se quisieron referir a la atribución de facultades jurisdiccionales, es un tema absolutamente vedado para los decretos reglamentarios, deben hacerse estas 
atribuciones por la ley y para temas puntualmente señalados en ella. Y, si se entiende que la ley ya hizo la atribución, ¿entonces para qué esta parte del 
parágrafo?
7. El parágrafo 4 "no lo entiendo".
 En el caso de grupos empresariales y otros, se crean excepciones a los procedimientos de levantamiento del conflicto. Si son desarrollo de la ley, no deberían 
crearse excepciones. Si no son desarrollo de la ley, no son decretos reglamentarios.
En cuanto al criterio de discrecionalidad, es un nuevo y claro tema que no corresponde a un desarrollo legal. Y si es una orden a las autoridades, incluidas las 
jurisdiccionales, es un claro abuso de la facultad reglamentaria.
Si bien concuerdo con buena parte de los artículos, deben ser para una ley, no un decreto.

No aceptada

3 30/10/2023
ANDRES PARIAS 
GARZON

1. Debería eliminarse la referencia que al proceso verbal sumario (art. 233 de la Ley 222 de 1995) toda vez que actualmente los procesos de responsabilidad 
de administradores y nulidad de actos por conflicto de interés son tramitados por la cuerda del proceso verbal. 
2. Debería eliminarse la referencia  a la sanción de multas e inhabilidad para ejercer el comercio, toda vez que dichas facultades no se encuentran previstas en 
la ley, y no pueden ser asignadas por la vía reglamentaria.
3.   Lo previsto en el parágrafo 2 del artículo 2.2.2.3.4 en el sentido de que los socios  y otras personas revelen conflictos de interés o actos de competencia 
de administradores para que se surta el trámite del decreto, excede la facultad reglamentaria pues dicho trámite sólo se puede iniciar por solicitud del 
administrador interesado.       
4. El contenido del informe de gestión esta plenamente fijado por normas de rango legal (Ley 222 de 1995 Art. 47, Ley 603 de 2000 Art. 1 y art. 778 – 
parágrafo 2). Por lo tanto, el parágrafo 3 del art. 2.2.2.3.4  excede la facultad reglamentaria del Presidente de la República.                                    
5. Se debe eliminar la referencia a nulidad absoluta del numeral 5 del artículo 2.2.2.3.4. En verdad, la sanción por desconocer el numeral 7 del artículo 23 de la 
Ley 222 de 1995 la deben definir los jueces y no el decreto. En todo caso, como bien se ha analizado por varios doctrinantes, la sanción es la nulidad relativa 
por versar el defecto sobre la calidad o estado de las personas que lo ejecutan o si se quiere una inoponibilidad.   Si bien es cierto que el Decreto 
Reglamentario 1925 de 2009 señala que la nulidad generada por la violación del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 22 de 1995 es absoluta, lo cierto es que la 
Ley 222 de 1993 no hizo esa distinción y, por lo tanto, dicho decreto excedió la potestad reglamentaria y, en consecuencia, es inconstitucional, vicio que no se 
puede repetir en esta oportunidad.                                                     
6. Es ilegal el numeral 1 del artículo 2.2.2.3.4 al exigir que la autorización de actos en conflicto de interés obre en la convocatoria a la reunión del máximo 
órgano social, pues ello desconoce la atribución de la asamblea general de accionistas de modificar el orden del día de las reuniones ordinarias y de ocuparse 
de otros temas en las reuniones extraordinarias luego de agotar el orden del día de la convocatoria.                                              
7. Si bien resulta útil lo previsto en el artículo 2.2.2.3.5, ello constituye una excepción a lo establecido en el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995 
que la norma no prevé, por lo cual resulta ilegal. Así, las siguientes disposiciones del proyecto de decreto constituyen un exceso de la facultad reglamentaria y 
una violación de la separación de poderes, pues el ejecutivo impone a los jueces su interpretación sobre conceptos de derecho privado:
 • Definición de que es conflicto de interés – Art. 2.2.2.3.1. Además, esta definición es incompleta frente a la que ha hecho la Delegatura de Procedimientos 
Mercantiles en casos como Luque Torres, y el conocido como caso Handler vs. Farben, recogido hoy en la circular básica jurídica. Así, por ejemplo, no hay 
referencia al conflicto de interés en casos de relación de dependencia, ni a las “circunstancias que pueden comprometer el discernimiento del administrador”, 
en donde no hay interés económico.
• Definición de vinculados – Art. 2.2.2.3.2.
• Todas las referencias a que las operaciones se hagan en “plena competencia” que se encuentran a lo largo del proyecto, que desconocen que la ley no hace 
tal exigencia.
• La referencia a la regla de la discrecionalidad contenida en el art. 2.2.2.3.6.  
 Hacer este tipo de definiciones cercena la posibilidad de los jueces de interpretar la ley, y pueden resultar incompletas frente a los desarrollos que ha hecho la 
Delegatura de Procedimientos Mercantiles.

Aceptada

4 31/10/2023 CENIT

ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 
Comentario:
No es exclusivo de una sola y debería dejarse amplio desde el comienzo. 
Propuesta:
(…) un interés económico, comercial o estratégico, respecto de una o varias operaciones una determinada operación, que puedan comprometer su criterio o su independencia 
para la toma de decisiones en el mejor interés de la sociedad o sus subordinadas. 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2. CONFLICTO DE INTERESES VINCULADOS AL ADMINISTRADOR. 
Comentario:
Recomendamos las siguientes revisiones: 
1. No es claro el entendimiento de a qué se refiere con “análoga relación de afectividad”. Podría entenderse como todo o nada, por lo que se recomienda especificar su 
alcance. 
2. Incluir las otras normas atinentes. 
Propuesta:
Artículo 260 del Código de Comercio y normas relacionadas.
ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD  
Comentarios:
Recomendamos las siguientes revisiones: Hace énfasis en el representante legal, sin embargo, no es claro qué pasaría si (i) es el representante legal quien se encuentra en una 
situación de conflicto y (ii) el representante legal no tiene facultades para convocar asamblea, es decir, en este caso ¿a quién le revelaría el conflicto? 
4. Conforme la jurisdicción actual, los accionistas o socios únicamente autorizan el levantamiento del potencial conflicto de interés, pero no autorizan o aprueban la suscripción 
de los negocios jurídicos, siendo una función de la Administración como tal. 
En ese sentido, se sugiere aclarar que la autorización es para que el Administrador participe en el acto, no a que lo autorice como tal. Y por consiguiente, hacer una revisión de 
hasta dónde llegaría la responsabilidad de los accionistas o socios.  
Recomendamos las siguientes revisiones: 
No es claro qué pasaría si el representante legal no tiene facultades para convocar asamblea, es decir, en este caso ¿a quién le revelaría el conflicto? 
Se sugiere revisar el alcance de este punto ya que podría ser improcedente al confluir la gestión del eventual conflicto de interés en una misma persona, en este caso, el 
representante legal. 
ARTÍCULO 2.2.2.3.5. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES Y ENTRE CONTROLANTES Y SUBORDINADAS O SUBORDINADAS ENTRE SÍ. 
Comentarios:
Se sugiere ampliar la restricción cuando se trata de grupos empresariales y entre controlantes y subordinadas o subordinadas entre sí, de tal suerte que se haga literal alusión a 
lo regulado en el Código de Comercio. 
Lo anterior, siempre y cuando las decisiones sean tomadas en búsqueda del mejor interés de la sociedad y se desarrolle en las condiciones de mercado pertinentes. 

Aceptada

6 31/10/2023
WILLIAM 
HERNÁNDEZ y 
CAMILO POSADA

SOBRE LOS SUPUESTOS DE CONFLICTO DE INTERESES REGULADOS POR EL PROYECTO DE DECRETO 
Consideramos inapropiada la redacción del numeral 3 del artículo 2.2.2.3.2. al confundir o mezclar dos situaciones o supuestos fácticos diferentes: por una 
parte, las situaciones en que el administrador tiene interés económico en la otra sociedad contratante; por otra parte, el conflicto de interés en situaciones de 
grupo empresarial (artículo 2.2.2.3.5 del Proyecto de Decreto). 
Por este motivo, se propone modificar el numeral en dos sentidos: 
i) Que el supuesto general de conflicto de interés sea relativo a las sociedades en las que el administrador o cualquiera de las personas mencionadas en los 
numerales 1 y 2 anteriores, detenten la calidad de socio. Es pertinente destacar que esta redacción sería coherente con lo dispuesto en la Circular Externa 
220-000006 de la Superintendencia de Sociedades y; 
ii) Que la excepción a este supuesto general, sean las sociedades abiertas –o en aquellas sociedades en las cuales, dada su dimensión, el administrador 
conozca la identidad de sus consocios–, caso en el cual se requerirá que el administrador, o cualquiera de las personas mencionadas en los numerales 1 y 2 
anteriores, detenten la calidad de controlantes. 
Si bien, se podría argumentar que se trata de una alta carga de costos de agencia, este supuesto debe revisarse bajo la idea que la intervención judicial no es 
aplicable a todos los casos. 

El texto establecido para el numeral 4 del artículo 2.2.2.3.2. No encontramos coherencia que la redacción del numeral 4 del artículo 2.2.2.3.2. se restrinja a las 
situaciones en que las personas relacionadas que ocupen simultáneamente el cargo de administrador, pero se excluya al mismo administrador. Es 
perfectamente posible, como es conocido, que la misma persona natural pueda participar en dos, o más, sociedades como administrador, supuesto en el que 
claramente sus intereses entraran en posible “contradicción”. La misma Superintendencia de Sociedades ha sostenido que pueden ser considerado como un 
conflicto de interés las transacciones con personas con las cuales el administrador, tenga una relación de dependencia. Por lo anterior, sugerimos incorporar 
un numeral abierto que permita al juez evaluar la situación concreta para identificar otra u otras posibles situaciones que lleven al administrado al conflicto de 
interés. De esta forma, además, se reforzaría la idea de que el 2.2.2.3.2. del Proyecto de Decreto NO es una numerus clausus sino que, por el contrario, cada 
caso ha de valorarse de forma individual. 

SOBRE EL PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD EN EL PROYECTO DE DECRETO                                                                                
1. Sobre la restricción de votar por los asociados vinculados al administrador con conflicto de interés. 
Este sistema de autorización es incompleto en lo relativo a la necesidad de excluir algunos votos de la decisión. La transacción debería ser anulable si la 
autorización se obtuvo gracias a los votos decisivos de los accionistas interesados en la transacción. Obviamente, es claro que el demandante tiene la carga 
de probar este aspecto. 
Finalmente, se propone incluir un inciso que recuerde que la eventual nulidad de las transacciones obtenidas en contravía de lo dispuesto en este artículo, no 
excluye la responsabilidad penal o de otra naturaleza de las personas que solicitaron o consiguieron la aprobación de la transacción violando deberes de 
información o incluso mediante conductas fraudulentas. 

2. Sobre la redacción del numeral 3 del artículo 2.2.2.3.4. y las exigencias del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. 

Aceptada

1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance 
de esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del 
Decreto. 2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, 
se ajusta la denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 3. El procedimiento se 
ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, la misma surge de las normas previstas en el 
Código Civil, que establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. En cuanto a la responsabilidad de los administradores está 
contemplada en el artículo 24 de la Ley 222 de 1995 y a ella se hace referencia en las consideraciones. En lo relativo a  la nulidad, se precisa considerando la jurisprudencia de la Corte Suprema 
sobre la materia, en el sentido de que se trata de una nulidad absoluta, para el efecto en las consideraciones se cita la jurisprudencia.  Se acepta y elimina la sanción de multas e inhabilidad 
decretadas por el Juez.  En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta 
a los órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio.  El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la 
sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.  En cuanto a la 
exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995. 4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre 
sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 5. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de 
permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia. 6. Con base en los ajustes y precisiones hechos, no se acepta el argumento del 
exceso de la facultad reglamentaria.

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia 
con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  En cuanto a la exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 
de 1995.  No se incluyen supuestos diferentes sobre responsabilidad dado que rigen las normas vigentes en el ordenamiento para cada asunto, como el tema penal que se menciona en el comentario. Se 
ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el 
artículo 23 de la Ley 222 de 1995 .

1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance de 
esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del Decreto. 
2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 3. El procedimiento se ajusta en concordancia 
con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  En ese sentido, se precisa que el orden del dìa sí es necesario en las extraordinarias, sin perjuicio de que pueda incluirse con las mayorìas 
previstas en el artìculo 425 del Código de Comercio, se indica también que el punto del orden del día no es necesario en las reuniones ordinarias según el artículo 182 del Código de Comercio. En cuanto a 
la exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, 
la misma surge de las normas previstas en el Código Civil, que  establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. En cuanto al 
procedimiento se ajusta en el sentido de remitir al dispuesto en el Código General del Proceso. Respecto a las restituciones, de nuevo, obedecen a las reglas generales de responsabilidad y en particular a 
lo dispuesto en el artículo 1746 del Código Civil que establece las restituciones como uno de los efectos de las nulidades, por lo demás, las ganancias forman parte del lucro cesante conforme al artículo 
1614 del Código Civil. Se elimina el artículo que hace referencia la arbitramento. El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la 
consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   4. Se elimina la reglamentación de 
operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 5. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se 
trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia. 6. Con base en los ajustes y precisiones hechos, no se acepta el argumento del 
exceso de la facultad reglamentaria.

 1. Se acepta y ajusta la referencia al tipo de proceso haciendo remisión al Código General del Proceso. 2. Se acepta y elimina la sanción de multas e inhabilidad decretadas por el Juez. 3. No se acepta la 
discrecionalidad del administrador frente a su deber de convocar al máximo órgano social dado que se desprende del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995 al establecer que corresponde al 
máximo órgano social autorizar, y para el efecto es necesario convocar considerando lo dispuesto en el artículo 182 del Código de Comercio. 4. Se acepta la referencia al informe de gestión y se 
concuerda con las demás normas aplicables de reporte de operaciones con administradores y operaciones en grupos. 5. No se acepta el comentario de la nulidad considerando la jurisprudencia de la Corte 
Suprema sobre la materia en el sentido de que se trata de una nulidad absoluta, para el efecto en las consideraciones se cita la jurisprudencia. 6. En cuanto a la convocatoria, se ajusta aceptando que el 
orden del día puede sufrir modificaciones en las reuniones ordinarias según lo dispuesto en el artículo 182 Código Comercio, como también en reuniones extraordinarias sujeto a lo dispuesto en el artículo 
425 del Código de Comercio. 7. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995 8.Respecto de las 
definiciones, se ajustan a título enunciativo y no limitativo, considerando además la doctrina y jurisprudencia sobre la materia de la Superintendencia de Sociedades. 9. No se acepta el exceso de la 
potestad reglamentaria con base en los ajustes hechos.

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y vinculados ,con el fin de no limitarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la denominación de 
estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. Se tiene en cuenta lo señalado en el artículo 260 del Código de 
Comercio a la luz de la doctrina y la jurisprudencia. 2.  El procedimiento se ajusta concordandolo con lo dispuesto en la ley y la jurisprudencia. Se aclara que deberán convocar quienes  tengan facultades 
para ello. Conforme a la normatividad vigente el máxímo órgano social autoriza los actos en conflicto de intereses o competencia según el tenor literal del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. 
En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los órganos sociales 
competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio. 3. Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser un asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995..
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1. Artículo 2.2.2.3.1. del Decreto 1074.                                                                                                                                                                                                                                                                                      Se sugiere precisar 
lo siguiente: 

i. Los elementos que configuran el conflicto de intereses:  En la definición del Proyecto de Decreto no se identifica con claridad el elemento adversarial o de contraposición de intereses, ampliamente desarrollado en la doctrina y 
jurisprudencia.

ii. El alcance de “personas a él vinculadas”: Se está extendiendo el régimen de conflictos de intereses a situaciones de terceras personas que no fungen como administradores de la sociedad. Igualmente, esta expresión generaría 
para los administradores una responsabilidad por situaciones en las que pueden estar inmersos dichos terceros y que no necesariamente implican un conflicto de intereses para el administrador mismo o sobre las cuales no 

tienen incidencia alguna. 
 iii. El alcance de la expresión “un interés económico, comercial o estratégico, respecto de una determinada operación”. El interés que tendría que evaluarse no debería tener una calificación mediante adjetivos en la medida en la 
que el fin último de la figura de los conflictos de intereses es que los administradores obren de buena fe, con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios y, en ese sentido, es innecesario calificar las situaciones que 

podrían apartarlos de dicho fin. 
El adjetivo “estratégico”, además, al ser un concepto jurídico indeterminado, podría exponer a los administradores al riesgo derivado de la subjetividad en la interpretación del operador judicial que estaría facultado para imponer 
sanciones por la violación del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, lo que finalmente desestimularía a los administradores en su gestión de asumir riesgos que, finalmente, va en beneficio de la empresa social y es 

esencial para el desarrollo de cualquier tipo de negocio. 
iv. El alcance de sociedades subordinadas: Cuando el Proyecto de Decreto establece que uno de los elementos para que se predique la existencia de un conflicto de intereses es el compromiso del criterio y la independencia del 
administrador “para la toma de decisiones en el mejor interés de la sociedad o sus subordinadas”, está excediendo la facultad reglamentaria de la rama ejecutiva al extender la obligación de los administradores a tener que velar, 

también, por el interés de las subordinadas. 
2. Artículo 2.2.2.3.2. del Decreto 1074. 

La redacción propuesta del artículo 2.2.2.3.2. del Decreto 1074 establece un listado taxativo de personas que se considerarán vinculadas al administrador. En línea con el numeral ii del punto anterior se reitera que la referencia a 
personas vinculadas contenido en el Proyecto de Decreto no es procedente; especialmente en la medida en la que este listado incluye, además, conceptos vagos como es el de “análoga relación de efectividad” que podría 

acarrear, entre otras cuestiones, una dificultad práctica para identificar potenciales conflictos de interés al no existir un alcance claro del término. 
Fuera de lo ya resaltado, resulta improcedente el listado taxativo de personas vinculadas en la medida en la que un conflicto puede derivarse de un sinnúmero de situaciones que impliquen la participación de terceras personas.

3. Artículo 2.2.2.3.3. del Decreto 1074. 
El deber de abstenerse de tomar para sí oportunidades de negocio que le corresponden a la sociedad no está contemplado en el numeral 7 del artículo 23 de la ley 222 de 1995 ni en normas que lo complementan. (Extralimitación 

de la potestad reglamentaria) 
4. Artículo 2.2.2.3.4. del Decreto 1074.                                                                                                                                                                                                                                                                           

i. En relación con la exigencia de incorporar en el orden del día la consideración de la asamblea de la decisión frente al conflicto de intereses o competencia: Si bien es cierto que este tema ya había sido establecido en el artículo 
2.2.2.3.2. del Decreto 1074 que actualmente está vigente, debe resaltarse que con dicha estipulación se configura un exceso de la facultad reglamentaria de la rama ejecutiva y desconoce la regulación expresa del Código de 

Comercio. Las normas vigentes permiten tratar temas no previstos en el orden del día de las reuniones del máximo órgano social, cuando se cumpla, entre otros, con una adecuada divulgación en el transcurso de la respectiva 
reunión sobre la situación a tratar, y con el quorum requerido en el caso concreto.                                                                                                                                                                                                                                  ii. 
Recomposición del quorum al excluirse el voto del administrador si fuere asociado: Esto no solo implica una extralimitación de la facultad reglamentaria de la rama ejecutiva, sino una vulneración a los derechos políticos del 

administrador conflictuado en el caso en el que este sea accionista mayoritario en la medida en la que queda expuesto a la decisión del accionista minoritario una vez recompuesto el quorum.                                                                                                                                                                                                
iii. De cara a las condiciones que debe tener una operación para ser autorizada: En cuanto a que “el acto o negocio jurídico se celebre en condiciones en plena competencia y no perjudique los intereses de la sociedad”. implicaría 
una carga para los accionistas de validar el cumplimiento de dichas condiciones y les atribuiría una responsabilidad por la autorización impartida. Esto no solo excede la potestad reglamentaria en la medida en la dicha carga no 

está consagrada en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, sino que resulta desproporcional la exigencia a los accionistas de conocer el contexto de mercado que garantizaría la plena competencia, atribuyendo finalmente una 
responsabilidad frente a un tema que trasciende, en muchos escenarios, el alcance de la información a la que tienen acceso en su calidad de accionistas. 

iv. Extralimitación de atribuciones en la definición de sanciones: El numeral 4 del artículo propuesto establece que los accionistas que hayan autorizado expresamente el acto respecto del que exista conflicto de intereses o 
competencia y perjudique los intereses de la sociedad “serán responsables solidaria e ilimitadamente por los perjuicios (…), sin perjuicio de la declaratoria de nulidad que pudiese resultar de los actos amparados en tales 

decisiones por violación de la ley”.  
v. Extralimitación de atribuciones en la definición del proceso aplicable: El numeral 5 del artículo objeto de análisis establece que la declaratoria de nulidad absoluta de los actos ejecutados en contra de los deberes de los 
administradores se adelantará mediante el proceso verbal sumario. Sin embargo, esto desconoce las normas que regulan la nulidad relativa y absoluta que están comprendidas en el Código Civil y el Código de Comercio.

vi. Posible antinomia y régimen de responsabilidad: El parágrafo 2 del artículo propuesto al establecer que cuando asociados, administradores, revisores fiscales y en general cualquier interesado conozcan de operaciones que 
acarreen un conflicto de intereses deberán revelarlo al representante legal y activar así el procedimiento de autorización ante la asamblea general de accionistas, se está desconociendo la regla general de abstención consagrada 

en el primer párrafo del artículo propuesto. Adicionalmente, este parágrafo impone unas cargas de revelación a asociados, otros administradores y revisores fiscales de situaciones que les son ajenas, lo cual constituye, 
nuevamente, una extralimitación en el ejercicio de la potestad reglamentaria en la medida en la que el deber consagrado en la Ley 222 de 1995 hace alusión exclusivamente a los administradores inmersos en la causal de 

conflictos de intereses y no lo extiende a los terceros ya referidos. 
5. Artículo 2.2.2.3.5. del Decreto 1074. 

Del artículo propuesto se destaca la importancia del tratamiento diferencial para este tipo de operaciones, sin embargo, buscando mayor claridad, se sugiere explicitar que cuando concurran estas dos situaciones y se haya 
identificado un conflicto de intereses o competencia no aplicará el régimen previsto en el Proyecto de Decreto y los administradores podrán decidir sobre la operación o acto. Adicionalmente, para el caso de sociedades 

pertenecientes a un grupo empresarial en las que se tenga el control, pero no el 100% del capital social, se sugiere incorporar en el Proyecto de Decreto una alternativa que ha sido planteada por Gaitán y Torres (2022) referente a 
las autorizaciones generales que se dan en el marco de grupos empresariales y de situaciones de control. A través de estas se puede plantear por parte de la asamblea general de accionistas la aprobación de diferentes 

operaciones que eventualmente pueden celebrarse entre las sociedades vinculadas al grupo empresarial, definiendo pautas y lineamientos como pueden ser topes en la cuantía y la exigencia de que estas estén dentro del giro 
ordinario de los negocios. 

6. Artículo 2.2.2.3.6. del Decreto 1074. 
 Aunque se reconoce la importancia de este criterio en el ordenamiento jurídico colombiano, cuando el artículo propuesto incorpora posteriormente las situaciones que desvirtúan dicha presunción parece sugerir que una de estas 

corresponde a la mera existencia de un conflicto de intereses. En ese sentido, se propone ajustar el artículo con la siguiente redacción: 
“Dicha presunción quedara desvirtuada solamente en los casos de mala fe, extralimitación de sus funciones, incumplimiento o violación de la ley o de los estatutos, conflicto de intereses no declarados o no tramitados según el 

procedimiento adecuado o cuando correspondan a una decisión que vaya evidentemente en perjuicio de la sociedad o manifiestamente mal informada” (subrayas adicionadas). 
Lo anterior en la medida en la que no debe reprocharse la existencia del conflicto de intereses sino la gestión inadecuada del mismo. 

7. Artículo 2 del Proyecto de Decreto Finalmente, de cara al artículo 2 del Proyecto de Decreto que incorpora las derogatorias, se señala que no es necesario indicar la derogatoria del Decreto 1925 de 2009 en la medida en la que 
este ya había sido derogado por aplicación del artículo 3 de la Ley 153 de 1887. 

Aceptada

1. Comentarios con relación al exceso de la facultad reglamentaria y el respeto del principio de legalidad.
1. Con relación a los Arts. 2.2.2.3.1. y 2.2.2.3.2., el Proyecto de Decreto no solo propone una definición de conflicto de intereses, sino que pasa inmediatamente a reglamentar su alcance. Como quiera que el legislador no definió 
dicho concepto y no delegó esa posibilidad al Gobierno, el contenido de estos dos artículos excede completamente el alcance de la facultad reglamentaria. 2. En el Art. 2.2.2.3.3., al desarrollar los actos de Competencia con la 
Sociedad, igualmente se excede la facultad reglamentaria que justificaría la emisión del Proyecto de Decreto por varias razones. En primer lugar, más allá del supuesto de actos de competencia con la Sociedad, este artículo 
incorpora un concepto nuevo, como es el de las oportunidades de negocio, al cual le aplica el mismo régimen de los actos de competencia. Esto por supuesto no tiene un sustento claro en la ley 222 de 1995 que se está 
reglamentando. Dicho esto, han sido los jueces, quienes, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, han interpretado que la Ley 222 de 1995 puede interpretarse para dar cabida a la doctrina de las oportunidades de 
negocio. Por lo anterior, no le corresponde al Gobierno hacer esas interpretaciones o definir esos alcances, pues los mismos no fueron definidos por el legislador y no puede interpretar o restringir su alcance en ejercicio de la 
facultad reglamentaria. Por otro lado, en el inciso segundo de este artículo se establece una presunción de cuándo las oportunidades de negocio le pertenecen a la sociedad, estaría creando unas excepciones que el legislador no 
ha considerado y que solo podrían crearse por una norma de la misma jerarquía normativa. 3. En cuanto al Procedimiento en casos de Conflicto de Intereses o Competencia con la Sociedad (Art. 2.2.2.3.4.), la facultad 
reglamentaria se excede cuando en el último inciso del artículo establece que el juez podrá sancionar a los administradores con multas y/o inhabilidad para ejercer el comercio, según lo establecido en la ley.  
4. Por otro lado, con relación a las Operaciones en Grupos Empresariales y entre Controlantes y Subordinadas o Subordinadas entre si (Art. 2.2.2.3.5.), de forma similar a lo comentado anteriormente respecto de los actos de 
competencia, el exceso frente a la facultad reglamentaria se da al crear una excepción al régimen de conflicto de intereses que claramente no previó el legislador de 1995. así mismo, procurar la excepcionalidad a través del 
Registro Mercantil, es tanto como confiérele a una Situación de Control o a un hecho económico su calidad de Grupo Empresarial, solo porque se encuentra inscrito; no siendo lógico pretender modificar la Ley variando el concepto 
de la Situación de Control, al sujetar la excepcionalidad a una sola forma por cuanto únicamente se encuentra haciendo referencia al evento del control a través de la posesión del capital social, desconociendo también el control a 
través de los votos o de los contratos. 5. Por último, con relación a la Deferencia al criterio de discrecionalidad empresarial de los administradores previsto en el artículo 2.2.2.3.6., se asigna por vía reglamentaria a la figura que allí 
se reglamenta un carácter de presunción legal y cuando puede desvirtuarse la misma. 
2. Comentarios específicos respecto de los artículos del Proyecto de Decreto
FRENTE AL ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES
Una de las grandes dificultades de nuestra legislación está, como lo reconoce el proyecto de decreto, en que no contamos con una definición de conflicto de intereses. Ante esta ausencia, la Superintendencia de sociedades ha 
hecho un esfuerzo definiendo en conflicto de intereses (CBJ numeral 5.4.2.) con una primera definición que resulta ajustada a nuestro ordenamiento jurídico cuando dice: “Existe conflicto de intereses cuando no es posible la 
satisfacción simultánea de dos intereses; por una parte, el que se encuentra en cabeza del administrador o un tercero y, por otra, el interés de la sociedad”. Esa misma circular básica jurídica también se ha intentado una segunda 
definición, en nuestra opinión equivocada del conflicto de interés cuando se afirma: “En este mismo sentido, se considera que existe un conflicto de intereses si el administrador cuenta con un interés que pueda nublar su juicio 
objetivo en el curso de una operación determinada, así como cuando se presenten circunstancias que configuren un verdadero riesgo de que el discernimiento del administrador se vea comprometido”. El error estriba en que 
nuestra legislación sanciona el “conflicto de interés” y no la mera presencia de un interés personal del administrador o el de un tercero a él vinculado. Paradójicamente, el Proyecto de Decreto ha optado por elegir el alcance de esta 
errática segunda definición cuando expresa “Habrá conflicto de interés cuando exista, por parte del administrador, o de personas a él vinculadas, un interés económico, comercial o estratégico, respecto de una determinada 
operación, que pueda comprometer su independencia para la toma de decisiones en el mejor interés de la sociedad o sus subordinadas”.
Por lo anterior, el primer comentario al Proyecto de Decreto apunta a que la definición es bastante imprecisa, pues bajo este supuesto se activa la necesidad de autorizar un proceso de autorización y dispensa ante el máximo 
órgano social de la operación en conflicto por la sola presencia de un interés del administrador en una determinada operación. 
El segundo comentario se plantea en torno a la ambigüedad de las expresiones “interés económico, comercial o estratégico”, en lugar de utilizar expresiones más acompasadas con el derecho comparado tales como “interés 
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I. Opiniones respecto de ciertos aspectos del Proyecto que implicarían falta de competencia por un exceso de la potestad reglamentaria 
1.1. Artículo 2.2.2.3.1. La actuación en interés de las subordinadas 

1.2. Artículo 2.2.2.3.3. – La toma o usurpación de la oportunidad corporativa. 
1.3. Artículo 2.2.2.3.4. - Reconfiguración del quórum en la junta de socios o asamblea general de accionistas. 

1.4. Artículo 2.2.2.3.4. – Responsabilidad de los administradores que hayan ejecutado un acto de competencia o respecto del cual exista conflicto de interés. La responsabilidad por la ejecución de un acto autorizado por la 
asamblea no está contemplada en la Ley 222; tampoco está regulado el caso del administrador que ejecuta un acto con desconocimiento de la situación de conflicto. El texto del Proyecto podría dar lugar a que un intérprete derive 
de este responsabilidades objetivas. Lo anterior, toda vez que para la responsabilidad que pretende incorporarse, no se exige que el acto de autorización de la asamblea haya sido demandado, suspendido o anulado por un juez 

competente, ni tampoco se exige que el que lo hubiese ejecutado haya incurrido en alguna falta de la diligencia exigible a buen hombre de negocios o que tuviere un conocimiento del carácter ilegal de la autorización. 
1.5. Artículo 2.2.2.3.4. – Sanción de nulidad. El Proyecto, pretende establecer una sanción de nulidad a los actos por “violación de la ley” del acto o negocio jurídico respecto del cual exista competencia o pueda existir conflicto de 
interés, sin considerar que las reglas legales del Código Civil y en el Código de Comercio contienen estándares particulares para la nulidad relativa y absolutas de negocios jurídicos bilaterales. El Proyecto en este punto evidencia 

no solo un exceso en la facultad reglamentaria del gobierno sino una contravención de normas legales en materia de nulidades. 
1.6. Artículo 2.2.2.3.4. -Responsabilidad de socios y accionistas. El artículo 23 de la Ley 222 no incluye un supuesto de responsabilidad civil para los accionistas y, por tal motivo, esta sanción legal no puede incorporarse a través 
de un decreto de carácter reglamentario. Si bien es cierto que la regulación mencionada no es novedosa, toda vez que su texto se encuentra incorporado en el artículo 4 del Decreto 1925 de 2009 – compilado por el Decreto 1074 

de 2015- esta es la oportunidad para corregir un exceso en la potestad regulatoria. Al margen de lo anterior, resulta inconveniente la redacción del supuesto de responsabilidad de socios o accionistas, el cual podría dar lugar a 
entender que se está estableciendo un supuesto de responsabilidad objetiva. La norma en cuestión no exige que el voto aprobatorio haya sido abusivo o que el socio o accionista hubiese actuado de forma dolosa o culposa en el 

ejercicio de su derecho. 
1.7. Artículo 2.2.2.3.4. – Facultad del juez para imponer multas y sancionar con inhabilidades. 

1.8. Artículo 2.2.2.3.4. – Deber de revelación de conflictos por parte de terceros. Esta norma excede la potestad reglamentaria, al imponer deberes de revelación a sujetos distintos al administrador conflictuado. 
1.9.Artículo 2.2.2.3.4. – Estándar de “plena competencia”. En este punto, el Proyecto evidencia un exceso en la potestad reglamentaria, al pretender incorporar y definir un estándar de aprobación no previsto en el artículo 23 de la 

Ley 222. 
II. Ciertos puntos del Proyecto que entran en contradicción con normas de rango superior. 

2.1. Estándar de plena competencia para aprobación de actos. El Proyecto pretende incorporar un estándar diferente al previsto en la Ley 222, al exigir que el acto autorizado se lleve a cabo en condiciones de “plena competencia” 
(art. 2.2.2.3.4 numeral 3), la cual se define en el parágrafo 4 del artículo 2.2.2.3.4 como el realizado en “condiciones de operaciones comparables con o entre partes independientes”. Este es un nuevo requisito adicional que exige 

no solo que el acto no perjudique a la sociedad sino que también sea realizado en las condiciones de “plena competencia” antes mencionadas. El Proyecto no puede establecer entonces un criterio distinto del Código de Comercio, 
en los términos modificados por la Ley 222. El Proyecto plantea además una limitación a la libertad de la iniciativa económica y privada, al potencialmente impedir actos que habiéndose realizado en “considerablemente diferentes a 

las normales del mercado, en perjuicio del Estado, de los socios o de terceros” por no llegar a un estándar de “plena competencia”. Ese tipo de limitaciones resulta contrario a las economías de escala y beneficios que pueden 
reportar las sociedades que hacen parte de una situación de subordinación o grupo empresarial y que persiguen un objetivo determinado por la matriz, que obedece además al espíritu de la ley al establecer la unidad de propósito y 

dirección que persiguen los grupos empresariales.
2.2. Reconfiguración del quórum. 

2.3.Reglas de responsabilidad de los accionistas. Las normas de responsabilidad de los accionistas tienen carácter legal. Así, por ejemplo, el artículo 43 de la Ley 1258 de 2008 regula la responsabilidad del accionista de la 
sociedad por acciones simplificada por el abuso del derecho, el inciso final del artículo 49 de la Ley 1116 de 2006 establece un supuesto de responsabilidad de los socios o controlantes y el artículo 61 de la misma Ley contempla 
un supuesto de responsabilidad subsidiaria de la sociedad matriz o controlante. En los aspectos que no están específicamente regulados por las normas societarias, resultan aplicables respecto de la responsabilidad civil de los 

socios o accionistas las normas generales de la responsabilidad civil extracontractual reguladas en los artículos 2341 y siguientes del Código Civil y las normas generales de responsabilidad por abuso del derecho incorporadas en 
la Constitución Política (Art. 95, numeral 1 de la Constitución), en el Código Civil y en el Código de Comercio (Art. 830). En los términos en que está redactada la norma, se podría dar a entender que un socio o accionista que de 
buena fe ha impartido una autorización responde por perjuicios, aún si no se acredita que ese socio o accionista tenía conocimiento de la situación, que actuó con dolo o culpa o que ejerció su derecho al voto de manera abusiva. 
2.4.Artículo 2.2.2.3.4. - Atribución de facultades sancionatorias al juez. En materia societaria, la facultad sancionatoria y los poderes de policía recaen, según la constitución política y las leyes especiales, en las Superintendencias 

que ejercen funciones de inspección, vigilancia y control. El Proyecto resulta en este punto contrario a normas de rango superior.
Propuesta Respetuosamente se propone que se eliminen del Proyecto las regulaciones que son contrarias a normas legales de rango superior. 

III. Comentarios y propuestas sobre algunos aspectos del Proyecto. Respetuosamente se presentan los siguientes comentarios y propuestas al Proyecto: 
3.1. Artículo 2.2.2.3.1- Definición de conflictos de interés. 

• Es inconveniente introducir mediante un decreto reglamentario una noción de deber fiduciario de lealtad amplificado para extenderse a la situación particular de las subordinadas, sociedades respecto de las cuales incluso, el 
administrador de la matriz puede no tener la información suficiente y detallada para considerar si un determinado acto o contrato, es del mejor interés de la subordinada, pues no puede por virtud del rol que tiene en la matriz 

considerarse automáticamente como fiduciario de la subordinada. 
• La definición del marco estratégico es un asunto propio del juicio de negocios del administrador. Es más, una de las razones por las cuales los socios o accionistas nominan o eligen administradores es por su visión estratégica 

particular. 
• El listado de personas que se entienden vinculadas al administrador no considera situaciones en las que se establezca que ese vínculo no nubla el juicio del administrador. La jurisprudencia de la Superintendencia de Sociedades 
ha reconocido que la simple relación de consanguinidad no configura en todos los casos conflictos de interés. (proceso de la sucesión de María del Pilar Luque de Schaefer en contra de Luque Torres Ltda. en liquidación – radicado 

2014-801-054 – la Delegatura de Procedimientos Mercantiles) 
3.2. El Proyecto plantea una definición rígida en materia de vinculados que no consulta la línea jurisprudencial de la Superintendencia de Sociedades. Puntualmente, se propone adoptarla vía reglamentaria un criterio rígido, que deja 

por fuera los casos en los cuales a pesar de la existencia de una relación de consanguinidad, afinidad o civil no existen vínculos afectivos económicos o personales fuertes que puedan nublar o afectar efectivamente el juicio 
objetivo del administrador. 

3.2.Adiciones al Artículo 2.2.2.3.4. 
3.3. Revisión del artículo 2.2.2.3.5. En el evento en que se considere que la regulación sobre la materia puede ser incorporada en un decreto reglamentario, se sugiere considerar como guía, la regulación propuesta en el Proyecto 

de Ley 075 de 2015 que evidenció la necesidad y conveniencia de incorporar reglas particulares que consulten los efectos de la existencia de un grupo empresarial, el cual se configura cuando existe unidad de propósito y 
dirección. El Proyecto, por el contrario, propone una regla rígida en la materia, que solo se exceptúa cuando la controlante es propietaria del 100% del capital de la subordinada. 

3.4. Precisiones al artículo 2.2.2.3.5. De una parte, se propone considerar que no es necesario tramitar una autorización de la asamblea de accionistas o junta de socios, cuando los miembros conflictuados han decidido 
abstenerse de participar y existe quórum suficiente por parte de administradores no conflictuados. Lo anterior, como supuesto particular adicional al de la propiedad del 100% del capital de la sociedad controlada. Finalmente, se 

sugiere no incluir en el Proyecto regulaciones relativas al contenido del informe de gestión y del informe de que trata el artículo 29 de la Ley 222. 
3.5. La regulación de la doctrina de la usurpación de la oportunidad corporativa debe revisarse de forma sustancial. La doctrina de la oportunidad corporativa supone que la oportunidad sea adecuada para la sociedad y que esta 
tenga los medios económicos para desarrollarla. Estos elementos que son de la esencia de la figura no están siendo considerados en el Proyecto. La doctrina de la oportunidad corporativa exige al administrador ofrecerla a la 

sociedad. El Proyecto plantea que para el efecto debe convocarse a una reunión de la junta de socios o de la asamblea general de accionistas. Tratándose de operaciones comerciales, la exigencia de ventilar de forma pública el 
ofrecimiento de la oportunidad corporativa a la sociedad podría en la mayoría de los casos frustrarla. Lo anterior, teniendo en cuenta que es ampliamente frecuente la suscripción de acuerdos de confidencialidad para el acceso a 

discusiones de oportunidades corporativas relevantes. Considerar un procedimiento idéntico al requerido en materia de conflictos de interés puede conducir a que la sociedad simplemente pierda la oportunidad corporativa, al 
hacerse pública una iniciativa de negocio que le es ofrecida por el administrador en cumplimiento del deber que se incorpora en el Proyecto. Esta situación sería más gravosa tratándose de sociedades que participen en el 

mercado público de valores, que están obligadas a presentar información relevante sobre decisiones relevantes de sus órganos sociales.      
Si se pretende regular esta figura, resulta indispensable establecer reglas especiales para las sociedades matrices y subordinadas, y muy especialmente para las sociedades que hacen parte de un grupo empresarial. 

Considerando las razones estratégicas, comerciales, logísticas y de eficiencias de escala que inspiran en la gran mayoría de ocasiones las inversiones que dan lugar a situaciones de control y particularmente la unidad de 
propósito y dirección que tipifican el grupo empresarial, resulta conveniente establecer excepciones o reglas particulares en materia de la oportunidad corporativa, pues resultaría inconveniente exigir que entre las sociedades que 

existe subordinación o las sociedades que configuran un grupo económico. Debe precisarse que la limitación consiste en que un administrador tome la oportunidad corporativa para sí mismo, más que la limitación prevista no 
implica que tratándose de grupos empresariales o de sociedades matrices y subordinadas, los administradores que sean comunes a varias sociedades estén obligados a ofrecer a una de ellas la oportunidad corporativa de otra. 
Esta precisión se haría necesaria, particularmente, considerando el texto del artículo 2.2.2.3.2 del Proyecto. Respetuosamente se sugiere que la regulación de la doctrina de la usurpación de la oportunidad corporativa se realice a 

través de una ley que esté precedida de estudios robustos y que se enriquezca del proceso de deliberación parlamentaria. 
3.6. Regulación del criterio de deferencia empresarial. Se sugiere respetuosamente considerar la conveniencia regular vía decreto una regla de interpretación y de juzgamiento ampliamente reconocida y aplicada por la Delegatura 

de Procedimientos Mercantiles de la Superintendencia de Sociedades y hoy ya reconocida en la doctrina de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia. 

Aceptada

5

 1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. Se precisa que el adminsitrador es el de la 

respectiva sociedad y no incluye subordinadas. 2. El procedimiento se ajusta concordandolo con lo dispuesto en la ley y la jurisprudencia.   En ese sentido, se precisa que el orden del dìa sí es necesario 
en las extraordinarias, sin perjuicio de que pueda incluirse con las mayorìas previstas en el artìculo 425 del Código de Comercio, se indica también que el punto del orden del día no es necesario en las 

reuniones ordinarias según el artículo 182 del Código de Comercio.  En cuanto a la exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la 
Ley 222 de 1995. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, la misma surge de las normas previstas en el Código Civil, que  establece que quien ha inferido un daño a otro es 

obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales.  En cuanto al procedimiento se ajusta en el sentido de remitir al dispuesto en el Código General del Proceso.   En cuanto otras personas 
que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los órganos sociales competentes conforme al numeral 

2 del artículo 207 del Código de Comercio. 3. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 4. En 
cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la 

materia. 
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9 31/10/2023
SERGIO LONDOÑO 
y JOSÉ MIGUEL 
MENDOZA

Artículo 2.2.2.3.1. Sugerimos no limitar ni restringir—en lenguaje que parece taxativo—los intereses que podrían suscitarles un conflicto a los administradores sociales. Esto puede restringir indebidamente el alcance de la norma 
que se reglamenta. Además, otro tipo de intereses pueden generar conflictos, como por ejemplo intereses de naturaleza personal, familiar o afectiva.
Para mantener consistencia con el artículo 23, se sugiere hacer alusión a los intereses de la sociedad y de los accionistas, que son los destinatarios de la lealtad de los administradores sociales, más que las subordinadas de la 
sociedad.
Artículo 2.2.2.3.2 Se sugiere precisar, en el encabezado del artículo, que la lista de “vinculados” incluye presunciones y no un listado taxativo. Por varias razones:
a. Esto permite al administrador desvirtuar la existencia de un conflicto de intereses en ciertos casos en los que, a pesar de que el presunto “vinculado” está en la lista, en realidad no por ello le suscita un conflicto de intereses. Por 
ejemplo: i. Parientes que, a pesar de estar dentro de los grados de consanguinidad previstos, no tienen relación estrecha con el administrador.  ii. Accionistas controlantes que no por ello ejercen influencia sobre ciertos 
administradores, como algunos miembros independientes de junta o directores postulados por minoritarios. b. Esta aproximación permite evitar que la lista pueda entenderse como taxativa, con lo cual podrían quedar fuera de su 
alcance otras hipótesis de vínculos significativos (p.ej. amistad íntima). Se sugiere incluir en la lista otras dos hipótesis de “vinculados” que han sido desarrolladas en la jurisprudencia societaria vigente. Particularmente, las 
decisiones judiciales de la Superintendencia de Sociedades han identificado conflictos de intereses en el marco de operaciones que involucran al accionista controlante o al accionista con quien el administrador tiene relación de 
dependencia. Artículo 2.2.2.3.3. Sugerimos ajustar el encabezado del artículo para indicar, en línea con el texto del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, que los actos de competencia no podrán llevarse a cabo ni 
directamente ni tampoco por conducto de interpuestas personas.
2. Sugerimos incluir, con lenguaje de presunción, la conducta que, según la jurisprudencia societaria vigente que ha proferido la Superintendencia de Sociedades se ha entendido como “acto de competencia” por parte de un 
administrador demandado. 3. Sugerimos no delimitar los criterios que pueden servir para desvirtuar la existencia de una oportunidad que corresponde a la sociedad. En la jurisprudencia local y comparada se suelen analizar varios 
criterios de manera holística, sin que ninguno de ellos sea, necesariamente, determinante: a. Si la oportunidad encaja o no en la línea de negocios de la sociedad.
b. Si la sociedad tenía o no un interés o una expectativa manifiesta sobre la oportunidad. c. Si la sociedad estaba o no en capacidad financiera y técnica para aprovechar la
oportunidad. d. Si la oportunidad era o no esencial para la sociedad. e. Si el administrador tuvo conocimiento de la oportunidad por virtud de su cargo. f. Si el administrador utilizó recursos sociales para identificar o aprovechar la 
oportunidad.
Artículo 2.2.2.3.4. Del encabezado del artículo sugerimos eliminar el requisito de que el procedimiento se surta “de forma expedita y previa”, pues podría exceder los alcances del artículo 23, numeral 7. Además, tanto en la 
jurisprudencia como en la doctrina de varias autoridades, incluida la Superintendencia de Sociedades y el Tribunal Superior de Bogotá, se reconoce que el procedimiento se puede surtir después de la celebración del acto. Esto es 
consistente con las teorías de saneamiento o ratificación de nulidades y, además, respondería a las dinámicas y ritmos propios del comercio, por virtud de los cuales en ocasiones no es posible para el administrador obtener 
autorización antes de celebrar el acto.  Se sugiere precisar, en el numeral 2, que el administrador debe suministrar información sobre los actos potencialmente viciados antes y durante la reunión asamblearia, para así garantizar el 
acceso pleno a información por parte de los accionistas, como lo ordena el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. Además, en el mismo numeral se recomienda precisar que el descuento de los votos del administrador 
debe hacerse para efectos tanto del quórum como de las mayorías. 3. En el numeral 3 del artículo recomendamos señalar, en línea con la jurisprudencia societaria vigente y las tendencias contemporáneas de derecho societario 
comparado, que se presume el carácter perjudicial de las operaciones viciadas por conflictos de intereses. En estos casos, corresponderá a los demandados la carga de probar que las operaciones se celebraron en condiciones 
de mercado, salvo que la autorización la haya impartido el máximo órgano social con el voto favorable de la mayoría de los asociados minoritarios (majority of the minority). En el numeral 5 recomendamos precisar que las 
controversias relativas a la violación del régimen de conflictos de intereses y competencia deben tramitarse por la cuerda del proceso verbal—y no el verbal sumario a que alude el artículo 233 de la Ley 222—para así atender lo 
previsto en el Código General del Proceso, ya que se trata de una norma posterior.
Además, si estos procesos mantienen la doble instancia con la que hoy cuentan, se garantiza que las decisiones judiciales proferidas por la Superintendencia de Sociedades puedan ser apeladas ante el Tribunal Superior de 
Bogotá. La doble instancia reforzaría la legitimidad del ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte de la autoridad administrativa.
Se sugiere incluir un nuevo Parágrafo 5, con el objeto de precisar que los miembros de junta directiva pueden cumplir con el numeral 7 del artículo 23 si se abstienen de participar en las deliberaciones o votaciones de asuntos que 
les representan un conflicto de intereses. Lo anterior bajo el entendido de que, sobre ese asunto, deliberarán y decidirán los demás miembros que estén exentos de conflicto o que hayan sido dispensados por la asamblea. 6. Se 
sugiere también incorporar un nuevo Parágrafo 6, para puntualizar que el máximo órgano social puede impartir autorizaciones generales para la celebración de operaciones recurrentes y que hagan parte del giro ordinario de los 
negocios de la sociedad. En línea con la postura vigente de la Superintendencia de Sociedades, en estos casos se deberá puntualizar, con suficiente nivel de detalle y precisión, los actos y contratos que quedarán comprendidos 
en la autorización general. Artículo 2.2.2.3.6 Se sugiere incluir como excepción a la regla de la discrecionalidad las hipótesis de “deslealtad” y no solamente de “conflictos de intereses”. Esto es consistente con la jurisprudencia 
vigente, tanto local como comparada, y permitiría abarcar otras situaciones de deslealtad que no necesariamente encajan en hipótesis de conflictos de intereses. P.ej. uso de información privilegiada o reservada, competencia, 
usurpación de oportunidades, etc. 2. Se recomienda suprimir la excepción a la regla de la discrecionalidad que hace alusión a decisiones “evidentemente en perjuicio de la sociedad”, pues permitiría para que las autoridades sí se 
inmiscuyan en la revisión sustancial de decisiones empresariales. Esto podría erosionar el alcance y la finalidad de la regla de la discrecionalidad, tal y como ha sido entendida en la jurisprudencia de la Superintendencia de 
Sociedades, el Tribunal Superior de Bogotá y la Corte Suprema de Justicia

Aceptada

 1. Respecto de la definición de conflicto de intereses , con el fin de no limitarla ni ampliarla se ajusta a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la denominación de 
estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos  Se ajustan los parentescos según la jurisprudencia y la 
ley. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  En ese sentido, la convocatoria se regirá por lo dispuesto en los estatutos y la ley en 
concordancia con los artículos 182 y 425 del Código de Comercio que se referencian. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, la misma surge de las normas previstas en el 
Código Civil, que  establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales.  No se acepta el comentario de la nulidad considerando la 
jurisprudencia de la Corte Suprema sobre la materia en el sentido de que se trata de una nulidad absoluta, para el efecto en las consideraciones se cita la jurisprudencia.  El páragrafo 4 se elimina, 
dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o 
competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   . 4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser un asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995.  3. En 
cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la 
materia. . 4. No se acepta el exceso de la potestad reglamentaria con base en los ajustes y precisiones hechos.

11 1/11/2023 OCENSA

ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 
El término "interés estratégico" es amplio y ambiguo, por lo que estaría sujeto a interpretación. 

ARTÍCULO 2.2.2.3.3. COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD.
La afirmación que "los administradores no podrán participar en actos o negocios jurídicos que implique competencia con la sociedad" es amplia y podría excluir a administradores que ejerzan sus actividades económicas en la 
misma industria de la sociedad. 

De esta forma surge el interrogante de si una persona con amplio conocimiento, reconocimiento, experiencia y que desarrolle sus actividades económicas en determinada industria podría ser designada como administrador en otra 
empresa de la misma industria, o por el contrario podría el ejercicio de sus actividades económicas entenderse como una participación en negocios jurídicos que implique competencia con la sociedad.
Se sugiere aclarar el alcance de la restricción para los administradores de participar en actos o negocios jurídicos que impliquen la competencia con la sociedad, para acotar que son aquellos en los cuales hay un interés de la 
Sociedad comprobado o definido.  
Además se sugiere definir qué se entiende por actos o negocios jurídicos que impliquen competencia. No es claro si en una oportunidad de negocio que haya sido desechada por la Junta Directiva podría posteriormente participar 
un administrador. O si por el contrario, el administrador debería levantar el conflicto de intereses para participar en un negocio previamente desechado por la Junta Directiva. Igualmente, en este punto surge la inquietud si por el 
solo hecho de guardar relación con las principales actividades o con el giro ordinario de los negocios se trata de una actividad que entra en conflicto, aun cuando no haya sido ni considerada por la Sociedad.

ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD. 
• Conforme a la legislación actual, el máximo órgano social autoriza la participación del administrador en los actos sobre los cuales revele la existencia de un potencial conflicto de intereses. Es decir, la Asamblea General de 
Accionistas aprueba el levantamiento del potencial conflicto de intereses pero no la participación de la sociedad en el acto o negocio jurídico en cuestión, pues esta es una decisión del órgano corporativo correspondiente. Al 
respecto, establece la Superintendencia de Sociedades en oficio 22-178947 de 2019 que “Como principio de certeza en el funcionamiento de los órganos sociales, se considera necesario que el miembro de junta directiva lo ponga 
en conocimiento del órgano colegiado a efectos que dicho órgano directivo se abstenga de tomar una decisión con respecto a la celebración del acto o contrato de que se trate, hasta tanto la asamblea de accionistas se pronuncie 
sobre el conflicto en cuestión.” A partir de lo anterior, es claro que una vez se pronuncie la Asamblea de Accionistas sobre el conflicto de intereses, la Junta Directiva o el órgano societario correspondiente, mantiene la facultad de 
pronunciarse sobre el acto o contrato a ser celebrado por la sociedad. 
Se sugiere aclarar en los numerales 1 y 4 del artículo 2.2.2.3.4, que el procedimiento hace referencia al levantamiento del conflicto de intereses del administrador y no a la autorización del acto o negocio jurídico, que en todo caso 
puede ser facultad de otros órganos de gobierno, como la Junta Directiva.

La guía de conflicto de intereses de la Superintendencia de Sociedades del año 2022 define que existe conflicto de intereses " cuando no es posible la satisfacción simultánea de dos intereses, a saber: el radicado en cabeza del 
administrador y el de la sociedad, bien sea porque el interés sea del primero o de un tercero. En este mismo sentido, se considera que existe un conflicto de intereses si el administrador cuenta con un interés que pueda nublar su 
juicio objetivo en el curso de una operación determinada, así como cuando se presenten circunstancias que configuren un verdadero riesgo de que el discernimiento del administrador se vea comprometido.”
De esta forma, es claro que el conflicto de intereses recae únicamente en cabeza del administrador y es él quien a su discreción tiene la facultad de determinar la existencia de dos o más intereses, o si su juicio puede verse 
nublado o si está en riesgo su capacidad de discernir, es decir, se trata de un análisis personal e individual. Por lo anterior, no puede establecerse como deber de otros administradores el de revelar la existencia de un conflicto de 
intereses en cabeza de otro administrador.
Se sugiere eliminar parágrafo 2 del artículo 2.2.2.3.4

Debe tenerse en cuenta que el informe de gestión es presentado por el representante legal y por la junta directiva como cuerpo colegiado. De tal manera que el informe de gestión no contiene una rendición de cuentas individual de 
los miembros de la junta directiva que hayan manifestado un conflicto de intereses frente a un acto. Se sugiere aclarar el alcance del parágrafo 3 del artículo 2.2.2.3.4

Aceptada

12 1/11/2023 ASOFIDUCIARIAS

 •Se evidencia exceso en la potestad reglamentaria considerando que en el articulado se crean definiciones, se enuncian criterios, se dictan reglas y se crean 
excepciones no contenidas en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995. Esta actuación se aleja de la autorización prevista en el artículo 189 #11 de la 
Constitución Política de Colombia. Es decir, este Decreto no hace operativa la ley, sino que la modifica y llena sus vacíos, configurando una intromisión en las 
funciones de la rama legislativa. El proyecto crea presunciones a pesar de que el Código Civil establece claramente que éstas sólo pueden se creadas por la 
ley. Tal es el caso de aquella para presumir cuándo hay oportunidad de negocios que impliquen competencia con la sociedad, o aquella que presume la buena 
fe en la actuación de los administradores.
• El texto establece procedimientos jurisdiccionales a través de los cuales deben ser ventiladas las pretensiones asociadas a los conflictos de interés, 
desconociendo que dicha facultad está reservada al Congreso de la República.
• Desconoce normas de superior jerarquía como el código de comercio y la misma Ley 222 de 1995. En esta línea, reglamenta la reconfiguración del quórum y 
modifica el esquema de control sobre la responsabilidad de los accionistas con base en los resultados del negocio efectivamente realizado – resultado ex post- 
y no al momento de solicitar la autorización para actuar -revisión ex ante- tal y como lo dispone la Ley.
• En la medida en que el proyecto repite y aumenta ilegalidades ya presentes en el decreto reglamentario vigente, parece más conveniente que se examine 
directamente la norma legal a reglamentar, de modo que, sólo después de  ese evaluación y su examen crítico y constructivo en la comunidad jurídica y 
empresarial, además de derogar las impropiedades de la actual, se adopte una decisión meditada acerca de en qué sentido puede o no llevarse a cabo una 
reglamentación.  
  

No aceptada

13 1/11/2023
BOLSA MERCANTIL 
DE COLOMBIA

1. Consideramos que la definición sobre conflictos de interés relacionada en el artículo 2.2.2.3.1. del proyecto decreto es limitada, dado que solamente la 
circunscribe a “operaciones” que pueda comprometer el criterio o la independencia del administrador para la toma de decisiones en el mejor interés de la 
sociedad o sus subordinadas.
En ese sentido, sugerimos que dicha definición debería estar circunscrito también a “situaciones”, dado que, los conflictos de interés pueden existir aún antes 
de que el administrador de la sociedad tenga tal calidad, es decir, antes de fungir como tal, y también el conflicto de interés puede generarse mientras es 
administrador, es decir, puede generarse una situación en su periodo como administrador, que pueda comprometer el criterio o la independencia del 
administrador.                                 
2. Solicitamos que se señale en la norma el alcance de la expresión “análoga relación de afectividad” .
3. Se sugiere que se analice la relación semántica entre conflicto de intereses y competencia con la sociedad, dado que, consideramos que dentro del término 
de conflictos de interés se incluyen situaciones relacionadas con actos de la competencia con la sociedad por parte del administrador; por lo tanto, no son 
términos diferentes ni se pueden categorizar de la misma manera.
4. La BMC recomienda que en el numeral segundo del artículo 2.2.2.3.4. no se limite únicamente a los estatutos sociales para establecer e integrar una política 
y procedimiento en la normatividad interna para las situaciones de conflicto de interés, ya que el gobierno corporativo está compuesto por diferentes códigos e 
instancias las cuales tienen las competencias y capacidades para manejarlas, conocerlas y resolverlas.                                                                                                                                
5. En el artículo 2.2.2.3.4. se solicita que se limite el término “cualquier interesado” plasmado en el parágrafo y establecer con claridad las partes u 
organizaciones que podrían verse afectadas.
6. En el artículo 2.2.2.3.4. del proyecto se solicita que se determine el alcance o se señale el significado del término “condiciones de operaciones comparables 
con o entre partes independientes” plasmado en el parágrafo.

Aceptada

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta 
la denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 2. En cuanto al manejo de la 
información, toda vez que es un asunto previsto en los artículos 48 de la Ley 222 de 1995 y 61 del Código de Comercio, y qeu en los términos del artículo 27, numeral 7, se debe suministrar toda la 
información a los asociados, nos remitimos a dichas diposiciones, que por demás no son objeto del proyecto de decreto. 3, El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales 
pertinentes y la jurisprudencia.  Respecto de la información a suministrar se hacen precisiones considerando la jurisprudencia sobre la materia.  En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que 
se causen, la misma surge de las normas previstas en el Código Civil, que establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. . 
Respecto a las restituciones, de nuevo, obedecen a las reglas generales de responsabilidad y en particular a lo dispuesto en el artículo 1746 del Código Civil que establece las restituciones como 
uno de los efectos de las nulidades, por lo demás, las ganancias forman parte del lucro cesante conforme al artículo 1614 del Código Civil. En cuanto al procedimiento se ajusta en el sentido de 
remitir al dispuesto en el Código General del Proceso. Se elimina el artículo que hace referencia la árbitramento, dado que se sobrentiende que las partes pueden pactar cláusula compromisoria en 
ejercicio de su autonomía. En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna 
cuenta a los órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio. El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al 
interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   3. 
Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser un asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 4. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando  la 
jurisprudencia y que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley. 

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. . 2. El procedimiento se ajusta en 
concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia. Se acepta propuesta de autorización general con ajustes.  3. Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser 
un asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 4. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando la jurisprudencia sobre la materia. 

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. . 2. El procedimiento se ajusta concordandolo 
con lo dispuesto en la ley y la jurisprudencia. Conforme a la normatividad vigente el máxímo órgano social autoriza los actos en conflicto de intereses o competencia según el tenor literal del numeral 7 del 
artículo 23 de la Ley 222 de 1995. Se acepta la referencia al informe de gestión y se concuerda con las demás normas aplicables de reporte de operaciones con administradores y operaciones en grupos.  
En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los órganos sociales 
competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio. 

 1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos.  Se aclara que, según el tenor de la ley, la 
jurisprudencia y la doctrina, actos de competencia y en conflicto de intereses son conceptos diferentes, para el efecto en las consideraciones se cita lo pertinente. 2. El procedimiento se ajusta 
concordandolo con lo dispuesto en la ley y la jurisprudencia, se deja claro que el artículo empieza señalado salvo lo establecido en normas especiales, en atención a lo que resulte aplicable por ley a 
emisores, dado que por estatutos no pueden pactarse estipulaciones contrarias a disposiciones imperativas.  En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de 
competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio.El páragrafo 4 se 
elimina, dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o 
competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   

1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance de 
esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del Decreto. 
2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 3. El procedimiento se ajusta en concordancia 
con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia. En cuanto al procedimiento se ajusta en el sentido de remitir al dispuesto en el Código General del Proceso.  Sobre  la nulidad se remite a  la 
jurisprudencia de la Corte Suprema sobre la materia, en el sentido de que se trata de una nulidad absoluta, para el efecto en las consideraciones se cita la jurisprudencia.    En cuanto a la exclusión del 
administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, la misma surge 
de las normas previstas en el Código Civil, que establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. Se acepta y elimina la sanción de 
multas e inhabilidad decretadas por el Juez..4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 5. En 
cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la 
materia. 6. Con base en los ajustes y precisiones hechos, no se acepta el argumento del exceso de la facultad reglamentaria.
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El segundo comentario se plantea en torno a la ambigüedad de las expresiones “interés económico, comercial o estratégico”, en lugar de utilizar expresiones más acompasadas con el derecho comparado tales como “interés 
personal del administrador”. Como primer aspecto, esa precisión del Decreto dejaría fuera del alcance de la violación al deber de lealtad otros intereses personales como los familiares y los reputacionales. Como segundo aspecto 
no es claro qué se entendería por expresiones como “interés comercial” o “estratégico”, dejando espacio a una alta inseguridad jurídica y el consecuente riesgo de responsabilidad para los administradores.
El tercer comentario apunta a que la definición propuesta restringe el conflicto de intereses a una determinada operación, dejando por fuera, por ejemplo, los conflictos permanentes.
El cuarto comentario tiene que ver con la inclusión de elementos subjetivos para la aplicación de la norma que no están contemplados en la ley. Es el caso de la exigencia de afectación de su criterio o independencia para la toma 
de decisiones. Pese a lo anterior y solo en el caso que el gobierno nacional persevere en su interés en reglamentar una definición de conflicto de intereses, a continuación nos gustaría proponer un posible texto: “Se entiende por 
conflicto de intereses cualquier operación económica o actuación que realice el administrador donde no sea posible la satisfacción simultánea de su interés personal, o el de un tercero a él vinculado, y el interés de la sociedad o el 
interés de la empresa de grupo”.
FRENTE AL ARTÍCULO 2.2.2.3.2. CONFLICTO DE INTERESES VINCULADOS AL ADMINISTRADOR
El listado adopta la mayoría de los postulados de la Circular Básica Jurídica, incorpora otros, pero extrañamente olvida incluir una expresión genérica que permita al juez valorar la inclusión de otros sujetos que pueden conducir a 
una auténtica situación de conflictos de interés.
Así mismo, resulta extraño que no se precisen otro tipo de relaciones que igualmente pueden nublar el juicio objetivo del administrador como son las relaciones: laborales, profesionales, sentimentales y de amistad. 
FRENTE AL ARTÍCULO 2.2.2.3.3. COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD:
En primer lugar, los conceptos “competencia con la sociedad” y “aprovechamiento de oportunidades negocio” si bien tienen alcances similares, son en realidad dos conductas con contornos suficientemente diferenciables. La 
diferencia estriba en que el aprovechamiento de una oportunidad de negocio corresponde principalmente a un solo acto, en tanto que el conflicto de competencia evoca la idea de una actividad prolongada en el tiempo. No 
aprovechar una oportunidad de negocio, implica que el administrador no utilice o se beneficie de una opción o posibilidad de negocio que habría podido beneficiar a la sociedad bajo su mando. 
En segundo lugar, debe decirse que existen oportunidades de negocio que rechaza la sociedad, cuyo aprovechamiento por parte del administrador puede ocasionar daños a la compañía. En este supuesto, es inconveniente 
permitir un régimen de autorización general al administrador para actuar. Licencia que se deduce del Art. 2.2.2.3.3., con la expresión: “quedarán excluidas de esta regulación las oportunidades de negocio que previamente hubieren 
sido desechadas por la sociedad, (…)”. Lo ideal es que las oportunidades que se excluyen de la regulación en comento sean aquellas que, siendo rechazadas, no tienen relación con el objeto de la sociedad. Se debe garantizar 
que la asamblea general delibere y decida sobre la participación del administrador, bajo su propio nombre, en aquellas operaciones que se relacionan con las actividades de explotación económica de la compañía. Otra opción es 
que el inciso segundo del Art. 2.2.2.3.3., señale que las oportunidades de negocio que fueron desechadas por la compañía quedan excluidas de la regulación, cuando no es previsible que de su aprovechamiento se deriven daños a 
la sociedad.
En tercer lugar, es oportuno precisar que la reglamentación debería ampliar la lista de eventos en los que se presume que una oportunidad de negocio le pertenece a la sociedad. Se deben incluir las oportunidades de negocio 
sobre las que la sociedad ha demostrado un interés, aunque no sean parte de su objeto social o el giro ordinario de sus negocios. Por último, en aras de alcanzar en mejor forma el objetivo de dar claridad al deber de lealtad de los 
administradores sería apropiado considerar otras situaciones específicas de conflictos de interés que van más allá de la prohibición de competencia o el aprovechamiento de las oportunidades de negocio. Por ejemplo, se debería 
concretar el alcance de aquellas remuneraciones que el administrador recibe de terceros ajenos a la sociedad debido a su cargo; que tipo de contratos podría celebrar el gestor con la sociedad y bajo qué presupuestos es 
permitido el uso de activos de la sociedad en beneficio del administrador. 
FRENTE AL ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD: 
El proyecto de decreto contempla solamente la situación de la autorización, dejando de lado la posibilidad de la no autorización y por ende los eventos en los cuales una decisión de esa naturaleza conlleve un perjuicio para la 
compañía. La Ley, por ejemplo, el artículo 43 de la Ley 1258 de 2008 y el artículo 420 numeral 6º del Código de Comercio, obliga a los asociados a votar en interés de la sociedad, sin distinción alguna, carga que se impone siempre 
en todas las decisiones, incluidas aquellas en las que no autoriza una operación en conflicto de intereses, lo que supone, por lo tanto, una extralimitación del posible decreto.  Realizadas las anteriores precisiones generales, 
formularemos ahora algunos comentarios puntuales sobre algunos de los diferentes apartados de la norma:                         
• Numeral primero: Es conveniente extender el deber de noticia no solo al “representante legal”, sino de una manera más amplia, a quien por ley o los estatutos pueda convocar a una reunión del máximo órgano social. 
• Numeral segundo: El deber de suministrar información es a favor de la sociedad persona jurídica y no a favor de los asociados (máximo órgano social); también se debe emplear el vocablo quórum y no la palabra mayoría, y, la 
información que revela el administrador, se sugiere que, además de relevante, valdría la pena aludir a que deba ser “clara, veraz y suficiente”. 
• Numeral tercero: La expresión “plena competencia” resulta inadecuada en la reglamentación de esta norma, pues algunos interpretes podrían confundirla con la prohibición de competencia de que trata el numeral 7º del art. 23 de 
la Ley 222 de 1995. Se sugiere utilizar alguna expresión equivalente como “condiciones de mercado”, lo que tendría que alinearse con lo expresado en el parágrafo cuarto de este mismo artículo.  • Numeral cuarto: Debe advertirse 
el tipo de nulidad que aqueja esta situación: nulidad absoluta, ello en consonancia con la “causa ilícita” que precede la decisión. De esa manera también se amplía la legitimación para quienes pretendan iniciar la acción. 
• Parágrafo primero: Bastaría con señalar que se podrá pactar clausula compromisoria o compromiso. 
• Parágrafo segundo: La imposición de este deber de aviso al representante legal, y su carga consecutiva de “cumplir con el procedimiento” se impone porque quien está expuesto a la situación de conflicto es el mismo 
representante legal, ello puede resultar nugatorio, si a criterio del mismo representante legal, tal conflicto, no existe. 
FRENTE AL ARTÍCULO 2.2.2.3.5. CONFLICTO DE INTERESES EN MATERIA DE GRUPO EMPRESARIAL. 
• Se sugiere eximir del procedimiento exclusivamente en los eventos de grupo empresarial, pues es en estos eventos en los cuales se presenta la unidad de propósito y dirección prevista en el artículo 28 de la Ley 222 de 1995. 
Cuando existe una situación de control sin unidad de propósito y dirección, circunstancia que no pocas veces se presenta en la vida práctica, no existe una razón sustancial para eximir a las vinculadas del trámite del conflicto de 
intereses.  • En segunda medida, otro punto que llama la atención es el relativo a la exigencia consistente en que las subordinadas en el grupo deban ser participadas en un 100% por parte de la matriz, lo que excluye los grupos 

Aceptada

1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance de 
esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del Decreto. 
2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 3. El procedimiento se ajusta en concordancia 
con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  Se aclara que deberán convocar quienes  tengan facultades para ello.  En cuanto a la exclusión del administrador de su derecho de voto, se 
limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995. Se acepta el comentario de la nulidad considerando la jurisprudencia de la Corte Suprema sobre la materia en el sentido 
de que se trata de una nulidad absoluta, para el efecto en las consideraciones se cita la jurisprudencia. Para efectos de la responsabilidad de los asociados se tienen en cuenta las disposiciones referidas 
de ejercer el derecho de voto en interés de la sociedad. Se elimina el artículo que hace referencia la árbitramento, dado que se sobrentiende que las partes pueden pactar cláusula compromisoria en 
ejercicio de su autonomía.  En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a 
los órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio. Se acepta y elimina la sanción de multas e inhabilidad decretadas por el Juez.  El páragrafo 4 se elimina, 
dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o 
competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 
1995. 5. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia 
sobre la materia. 6. Con base en los ajustes y precisiones hechos, no se acepta el argumento del exceso de la facultad reglamentaria.
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• Del análisis realizado se observa que en la definición de conflictos de intereses del proyecto de decreto se incluyen como criterios la existencia de un “interés comercial” o de un “interés estratégico”; sin 
embargo, no se determina qué debe entenderse por tal, así como tampoco se incluyen parámetros objetivos o elementos para determinar lo que podría ser un interés comercial o un interés estratégico. 
Adicionalmente en la definición no se hace referencia a tener un interés personal directo o indirecto lo cual se considera debería ser revisado. De otro lado, se advierte que en la definición de conflictos 

de interés se hace mención al término “operación” mientras que en otros artículos como el 2.2.2.3.4. se habla de “acto o negocio”. Esta diferencia en los términos puede generar interpretaciones que a su 
vez generen inseguridad, dado que una “operación” tendría un sentido más amplio y en ocasiones distinto al de “acto o negocio”.                                                                                                                                                                                                        

En cuanto al término “independencia” se considera pertinente definir qué se entiende por tal y si está relacionado con la definición que prevé la ley 964 de 2005, ya que de ser así se deberían incluir 
criterios para los administradores independientes y los que no tengan esta condición.

• Frente a los ajustes de la definición de conflictos de interés, también se considera necesario tener en cuenta que se ha determinado que un conflicto de interés existe en los eventos en que se somete a 
decisión un determinado asunto y no cuando un asunto se presenta de manera informativa.

• Sería conveniente que en la definición de conflicto: primero, se precise el término “subordinadas” para que aplique en donde se tiene control siendo titular, directa o indirectamente, del 100% del capital, 
esto con el fin de proteger los intereses de los accionistas minoritarios; y segundo, se amplíe el concepto "la toma de decisiones en el mejor interés de la sociedad o sus subordinadas" por "el mejor 

interés de la sociedad, sus subordinadas o del grupo del que hace parte", teniendo en cuenta que el administrador de una subordinada también podría tomar decisiones que redunden en beneficio del 
propósito único del grupo, lo que implica otras subordinadas e incluso la matriz. Estas precisiones permitirían también una mejor interpretación con el artículo 2.2.2.3.5. del proyecto.                                                                                                  

Artículo 2.2.2.3.2. Conflicto de intereses vinculados al administrador. NO existe una definición o una forma de determinación de quienes serían las personas que se incluirían, ni cuáles serían las 
relaciones de afectividad. Adicionalmente se considera pertinente incluir un numeral que prevea la situación de las sociedades en las cuales una misma persona sea simultáneamente administrador.

Artículo 2.2.2.3.3. Competencia con la sociedad, se sugiere definir qué podría implicar competencia. También se observa que si bien se incluyen como excepción a la competencia con la sociedad las 
oportunidades de negocio que hubieren sido desechadas por la sociedad, se considera apropiado establecer que se considerará que no hay competencia cuando la oportunidad de negocio no guarde 

relación con las actividades principales o del giro ordinario de los negocios de la sociedad, ya que a futuro podrían presentarse situaciones donde el discernimiento del administrador pueda verse 
comprometido. Adicionalmente se sugiere considerar el escenario donde una oportunidad de negocio le pertenece a otra compañía en la cual el administrador pueda tener un interés y la sociedad esté 

revisando la posibilidad de incursionar e incluir dicha actividad.
Artículo 2.2.2.3.4. Procedimiento en casos de conflicto de intereses o competencia con la sociedad.

Frente al artículo se solicita confirmar si el entendimiento de esta redacción concuerda con el del numeral 7° del artículo 23 de la ley 222, es decir que se pueden tener dos caminos aquel donde el 
administrador se abstiene y otro en el que quiere participar en el acto o negocio y por lo tanto debe surtir el proceso descrito. De ser así el artículo también debería describir el procedimiento de la 

abstención. 
Igualmente se sugiere definir un procedimiento o algunas consideraciones para aquellas oportunidades confidenciales que se estén estudiando por parte de la sociedad, ya que no todos los actos o 

negocios pueden revelarse debido a que esto podría generar detrimento a la compañía, aunque desde el estudio mismo de la oportunidad se puede presentar el conflicto para el administrador. Se debe 
considerar que las sesiones de asambleas de accionistas implican un grado de publicidad y, por ejemplo, en las sociedades anónimas inscritas en la Bolsa de Valores implica revelar la información a un 

número considerable de accionistas.
Para el numeral 2 se sugiere aclarar qué se considera “toda la información que sea relevante”, es decir, precisar cuál es la información que se debería revelar (la relativa al conflicto o la del negocio u 

acto, o las dos) y el objetivo para entregar la misma, que debería ser la necesaria para dispensar la actuación del administrador que ha presentado el potencial conflicto y no para autorizar la realización 
del negocio.                                                                                                                                                                                                                        

Por otro lado, tanto en el numeral 3 como el 4 se considera necesario aclarar el alcance de la autorización que darían los accionistas, ya que la redacción puede dar a entender que los accionistas o 
socios (asamblea de accionistas) son los encargados de autorizar el acto respecto del cual existe conflicto, cuando en realidad lo que autorizan es la participación del administrador en la decisión sobre 
dicho acto. Estatutariamente hay unas funciones atribuidas a cada órgano y en la mayoría de los casos, la asamblea de accionistas no decide sobre la viabilidad de los actos o negocios sino la Junta 

Directiva es quien sí tiene la experiencia y experticia.
Adicionalmente en estos numerales 3 y 4 se solicita revisar lo relativo a que el acto o negocio “no perjudique la sociedad” y el plazo para dicho análisis. Esto debido a que, si posterior a un acto o negocio 
se determina que se perjudicó a la sociedad, los accionistas podrían ser llamados a responder otorgando una responsabilidad mayor al accionista que al administrador quien es el llamado a obrar como un 

buen hombre de negocios y quien puede incluso acudir al criterio de discrecionalidad empresarial previsto en el mismo proyecto de decreto (artículo 2.2.2.3.6).
Se sugiere revisar la ubicación del numeral 4 y 5 en el artículo de procedimiento ya que se considera, no guardan relación con el mismo. El número 4 se trata de la responsabilidad que se asume al tomar 

la decisión y el 5 el mecanismo para reprocharla.
Sobre la disposición respecto a los terceros de buena fe y los efectos de la declaración de nulidad, se advierte que es operativamente complejo lo que indica este apartado, teniendo en cuenta que los 

actos y negocios como lo señala la norma pueden incluir terceros ajenos a la compañía, que se entiende que no están llamados a reintegrar las ganancias. En tales casos, no es claro si solo se terminaría 
el contrato y si habría alguna indemnización, por lo cual se solicita aclarar las consecuencias.

En el parágrafo 1 se sugiere aclarar qué significa "se estará a las normas respectivas", toda vez que pareciera estar en contravía con lo dispuesto en el numeral 5 de este mismo artículo donde se dispone 
que "se adelantará mediante el proceso descrito en el artículo 233 de la Ley 222 de 1995; sin perjuicio de otros mecanismos de solución de conflictos establecidos en los estatutos". 

Frente al parágrafo 2 del artículo, se advierte que no hay claridad en lo que se debe revelar, si al acto o negocio o la existencia del conflicto de interés sobre los actos o negocios. Asimismo, se advierte 
que se crea un deber a cargo de asociados, administradores y revisor fiscal de denunciar el conflicto de un tercero, cambiando el deber a cargo del propio administrador de manifestar los potenciales 

conflictos en los que se considere inmerso. Tampoco es claro si el procedimiento debe surtirse siempre que el representante legal tenga conocimiento del conflicto o solo en el evento en que se requiera o 
solicite autorización a los accionistas o socios para que el administrador pueda participar en un acto o negocio. A este respecto, en una interpretación textual del parágrafo 2 se advierte la inclusión de un 

deber por parte de un tercero de denunciar el conflicto de interés, lo cual desdibuja la naturaleza del conflicto de interés que corresponde al ámbito personal, ya que es el sujeto inmerso en la situación 
quien revela si se encuentra o no ante un potencial conflicto de intereses al no poder satisfacer de forma simultánea dos intereses (el suyo y el de la sociedad) o cuando se nubla se capacidad objetiva 

para tomar las decisiones.                                                                                                                                                                                                                                                        
Respecto al parágrafo 4 se sugiere aclarar su redacción para definir de manera sencilla qué se entiende por plena competencia y si los vinculados son los señalados en el artículo 2.2.2.3.2. dejándolo 

expresamente. Asimismo, se sugiere determinar lo que significa "que se realicen en condiciones comparables con o entre partes independientes", específicamente los términos “comparables” e 
“independientes”.

Artículo 2.2.2.3.5. Operaciones en grupos empresariales y entre controlantes y subordinadas o subordinadas entre sí.
Se considera pertinente indicar de forma explícita la necesidad de que ocurran y se verifiquen ambas condiciones para la no aplicación del procedimiento. Es decir, establecer de manera textual que las 

dos condiciones son concurrentes.
Se sugiere incluir una disposición, en este o en un artículo aparte, que permita el uso de las “Blanket Authorizations” o autorizaciones generales o globales por parte de las asambleas de accionistas, 

cumpliendo el procedimiento establecido de forma previa o ex ante del conflicto.                                                                                                                                                                   
Artículo 2.2.2.3.6. Deferencia al criterio de discrecionalidad empresarial de los administradores.

La existencia de un conflicto de interés, per se, no debería desvirtuar la presunción. Por tanto, se sugiere ajustar indicando que se excluye la presunción cuando hay un “conflicto de interés no revelado, 
un conflicto de interés frente al cual no haya habido abstención del administrador a participar del acto o un conflicto frente al cual no se haya cumplido el procedimiento establecido en el mismo decreto”.                                                                                                                                                                                                                                                                  

Aceptada

10 1/11/2023 ASOFONDOS

• ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 
Los términos “estratégico” y “subordinadas” resultan ambiguos.

• ARTÍCULO 2.2.2.3.2. CONFLICTO DE INTERESES VINCULADOS AL ADMINISTRADOR.
En el numeral primero, se hace referencia a la expresión “las personas con análoga relación de afectividad”, la cual no se encuentra expresamente definido por la ley y, por lo tanto, podría resultar en 

interpretaciones erróneas ante la falta de especificación que se presentarían en la práctica.
En cuanto al numeral segundo, que incluye parentesco primero civil, se propone la eliminación de la palabra “primero”, por cuanto en la legislación colombiana solo existe la categoría de único civil, en 

atención a que se refiere al parentesco entre adoptante y adoptado y sus descendientes.
Con relación a los numerales cuarto y quinto, se debe considerar su eliminación, por cuanto adolecen de elementos esenciales para concretar los conflictos a saber. Por ejemplo, el numeral 4 señala que 

“las personas (…) ocupen simultáneamente el cargo de administrador,” sin que sea claro con qué otra posición que ocupe simultáneamente se presenta el conflicto de interés. Igualmente, en lo 
correspondiente a los patrimonios autónomos, según la Ley de Conglomerados, se tiene que la vinculación surge si los fideicomitentes o beneficiarios tienen injerencia en los Patrimonios Autónomos. Por 

el contrario, cuando existe plena autonomía de éstos en la toma de decisiones no
debería aducirse un criterio de vinculación.

       • ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD.
La norma comentada señala que el procedimiento se debe cumplir “de forma expedita y previa”, y es la legislación societaria la que establece tiempos de convocatoria para asambleas, reuniones de junta 

directiva y otras instancias de gobierno corporativo, por lo que, hablar de un tiempo expedito supone imponer una carga excesiva para la convocatoria de estos órganos societarios. Las empresas 
deberían ser las que, atendiendo a su tamaño, instancias, tipo de administradores y tipo de conflicto de interés, contaran con la autonomía para dictar un procedimiento que se ajuste con su 

funcionamiento. Mas aun considerando que no se puede trasladar la responsabilidad a un socio o accionista por haber autorizado un negocio jurídico donde existía un conflicto de interés al no ser 
expertos o conocedores del negocio. En caso de que la sociedad no sea quien determine el procedimiento, debería permitirse que este aspecto sea autorizado por otro órgano de administración, como la 

Junta Directiva, o incluso que se permita que quien adopte la autorización, sea el mismo órgano facultado para adoptar la decisión correspondiente del negocio. 
Por otro lado, el numeral tercero indica que, la autorización podrá otorgarse cuando el acto se celebre en condiciones de “plena competencia”, siendo este un criterio erróneamente aplicado. Por lo tanto, 
se considera que la aplicabilidad correcta del término; “condiciones de mercado” evita imponer un castigo como la “inhabilidad para ejercer el comercio”, a través de decretos reglamentarios, siendo que 

las sanciones deben ser materia de ley por parte del Congreso de la República, con la observancia y protección de los derechos fundamentales al debido proceso.
Igualmente, el numeral cuarto atribuye responsabilidades a los socios o accionistas frente a conflictos de interés, aun cuando previamente se consultó tal decisión y el procedimiento se surtió a 

satisfacción dentro del órgano competente designado en los estatutos. Esto, bajo el entendido que se desvirtuaría el alcance de la doctrina del velo corporativo para las sociedades que regula la Ley 222 
de 1995.

En lo que corresponde al numeral quinto del artículo, se estima que esta reglamentación no debe establecer la sanción de nulidad para todos los casos que se presenten, puesto que su implementación 
implicaría perjuicios para la sociedad y para los terceros que se involucren, y además, el numeral le suprime facultades de juzgamiento y sanción a los jueces de la república, para determinar la 

configuración de situaciones de conflicto de interés no autorizadas y en consecuencia la capacidad y oportunidad de medir las sanciones que los operadores jurídicos consideren de manera proporcional 
a los daños derivados de esa conducta.

• ARTÍCULO 2.2.2.3.5. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES Y ENTRE CONTROLANTES Y SUBORDINADAS O SUBORDINADAS ENTRE SÍ. 
Sobre el artículo citado, en consideración a lo dispuesto en materia de conflictos de interés sobre las entidades que hacen parte de los Conglomerados Financieros que se encuentran regidas por la Ley 
1870 de 2017 y el Decreto Reglamentario 1486 de 2018, es necesario que se adicione en el texto una disposición que expresamente excluya a los conglomerados financieros de la aplicación de la norma 

de conflictos de interés en tanto desde 2018 este tipo de entidades se rigen por disposiciones especiales en la materia.
De la misma manera, el numeral segundo del artículo señala que se requiere “que la controlante sea titular, directa o indirectamente, del 100% del capital de las subordinadas.”, precepto que a todas luces 

desconoce que la entidad que ejerce control puede ejercer dicha atribución bajo otros supuestos diferentes a la titularidad del capital como lo reconoce la regulación societaria.                                                                   
• ARTÍCULO 2.2.2.3.6. DEFERENCIA AL CRITERIO DE DISCRECIONALIDAD EMPRESARIAL DE LOS ADMINISTRADORES. 

Sobre el citado artículo, se resalta la importancia de especificar que, como criterio de discrecionalidad empresarial no se hayan ejecutado los procedimientos establecidos en los estatutos para la toma de 
decisiones de negocios, así como también evitar las interpretaciones que se escapen de la presente reglamentación, indicando que los conflictos de interés deben girar en torno al artículo 2.2.2.3.4 del 

decreto. Esto, desvirtuaría la presunción de celebración de un negocio en estas condiciones adicionales a la concurrencia de un conflicto de intereses. 
Así mismo y en concordancia con lo indicando sobre el artículo 2.2.2.3.4. es importante la precisión sobre la facultad legal que tienen los jueces de la república para desvirtuar la presunción que plantea el 

artículo. 

Aceptada

8 31/10/2023
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Artículo 2.2.2.3.2. Conflicto de interés vinculado al administrador. Revisado el presente artículo, se encuentra que, en general, presenta dos asuntos que podrían mejorar. 
En relación con el numeral primero, la expresión subrayada, esto es, “análoga relación de afectividad”, constituye una categoría de gran amplitud que permitiría una gran libertad de interpretación, lo cual 
es contrario a la visión restrictiva con la que, de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina nacional, debería abordarse una limitación negocial en asuntos de derecho privado. Sería recomendable una 
reglamentación sin categorías abiertas. 
Adicionalmente, en cuanto al segundo numeral, se encuentra excesivo entender como vinculado del administrador a sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad. Incluso en materia de 
contratación estatal, donde los estándares de conducta suelen ser más exigentes, la Ley 80 de 1993 determina la inhabilidad e incompatibilidad para contratar en ciertos eventos para parientes del 
contratista que lleguen al segundo grado de consanguinidad. Se sugiere revisarlo para no hacer excesivamente gravosa la contratación de las empresas. 
Artículo 2.2.2.3.3. Competencia con la sociedad. 
Se considera excesivamente amplio el criterio de entender que una oportunidad de negocio es de la sociedad por el simple hecho de “guardar relación” con su actividad, porque esa relación puede ser 
directa o indirecta, al punto de poder involucrar a cualquier operación propia de proveedores de bienes o servicios que no correspondan específicamente al objeto social de la compañía, pero que son 
bienes o servicios que ella utiliza. Adicionalmente, una oportunidad de negocios puede dejar de ser de la compañía no solamente porque ella misma la deseche, sino porque el potencial negocio no se hizo 
por razones ajenas a ell 

Artículo 2.2.2.3.4. Procedimiento en casos de conflicto de interés o competencia con la sociedad.
• En primer lugar, lo que se somete a consideración del máximo órgano es la autorización para que el administrador en conflicto intervenga, tal como lo señala el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, lo cual 
no podría ser modificado por decreto. 
• Adicionalmente, el numeral segundo determina que se deberá excluir el voto del administrador si fuere asociado para el cálculo del quórum. No obstante, dicha exclusión debería determinarse 
únicamente para efectos de la votación mas no del quorum, porque de lo contrario, en casos extremos, terminaría conformándose una asamblea de dudosa legitimidad con un número poco representativo 
del universo accionario, al no concurrir ni siquiera quienes, conforme a la ley y los estatutos, representen el quorum mínimo para deliberar. Adicionalmente, en el mismo numeral se abre espacio para un 
concepto enteramente nuevo en el derecho corporativo colombiano como es el de “plena competencia”, que no es congruente con nuestra legislación mercantil. Sería entonces recomendable utilizar 
conceptos más decantados como el de “condiciones de mercado”, el cual ya es utilizado legalmente para las operaciones entre vinculados (artículo 265 del Código de Comercio), y se contempla 
igualmente en el Estatuto Tributario y en su Decreto reglamentario 3030 del 2013. 
• En el numeral 4, sería conveniente incluir la imposibilidad para el administrador de ampararse en la autorización dolosamente obtenida para exonerarse de responsabilidad, tal como está actualmente en 
el Decreto 1925 de 2009 que quedaría derogado por la nueva disposición. 
• Finalmente en el parágrafo 3 parecieran volver a estarse radicando en cabeza del máximo órgano social algunas atribuciones para pronunciarse sobre el negocio mismo objeto del conflicto y no de la 
autorización al administrador para intervenir cuando se hace referencia a “su seguimiento conforme a las condiciones en las que fue aprobado”, lo cual no le correspondería a la asamblea si no fue ella 
quien lo aprobó, y no podría adjudicársele esta facultad dado que ello implicaría modificar por decreto la ley 222 de 1995 que, se reitera, solamente le permite a la asamblea levantar el conflicto del 
administrador para que él .                                                                                                                                                                                                                                                   
Artículo 2.2.2.3.5. Operaciones en grupos empresariales y entre controlantes y subordinadas o subordinadas entre sí. 
Frente a este artículo, caben dos precisiones: la primera, que dado que el conflicto de interés es de tramitación interna en la compañía y la inscripción de la situación de grupo es para su oponibilidad 
ante terceros, mas no es constitutiva del grupo empresarial, no hace sentido excluir de la aplicación de la norma solamente a los grupos inscritos habiendo otros que puedan no estarlo, 
independientemente del hecho de estar incumpliendo una obligación legal al no estar inscritos. La segunda, que aun cuando se busca crear la presunción de que cuando hay un controlante titular del 
100% de las acciones no hay conflictos cuyo levantamiento deba tramitarse ante el máximo órgano social, merece aclararse que el hecho de tener control con menos del 100% no genera en sí mismo la 
presunción de conflicto. Una interpretación contraria a esto podría truncar la operación de muchas sociedades controladas con menos del 100%, al tener que tramitar para cada acto “intercompañías” 
(capitalizaciones, créditos temporales, etc.) todo el procedimiento relativo al conflicto de interés. 
 
Artículo 2.2.2.3.6. Deferencia al criterio de discrecionalidad empresarial de los administradores. Debería referirse solamente a un conflicto de interés que no haya sido previamente levantado siguiendo el 
procedimiento adecuado ante el máximo órgano social. 

Aceptada

16 1/11/2023 CAMACOL

1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 
Se sugiere que en la definición de conflicto de intereses se indique que se presentará un conflicto de interés cuando exista en general, un beneficio personal 
del Administrador o de partes vinculadas a él, de contenido económico, comercial o estratégico.
Adicionalmente, vale la pena tener en cuenta que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en (SC5509-2021) y los conceptos emitidos por la 
Superintendencia de Sociedades1, identifican de manera clara los elementos para determinar el conflicto de interés:
“a) La existencia de una situación antagónica entre intereses diversos.
b) Un interés concreto y particular del asociado que puede ser propio o ajeno.
c) Un nexo causal entre el interés particular o extrasocietario del asociado y el perjuicio del interés societario.                                                                                                                                  
d) El carácter patrimonial de ese interés.
e) La irrelevancia de la intención del socio de causar perjuicio a la sociedad.” (Subrayado fuera de texto).

2.CAUSALES PARA DETERMINAR EL CONFLICTO DE INTERESES.
A fin de dar mayor claridad en relación con los determinantes del conflicto interés, se sugiere eliminar en el numeral 1 la expresión “personas con análoga 
relación de afectividad”, toda vez que la ley reconoce exclusivamente en vínculos filiales al cónyuge, compañero permanente y los grados de consanguineidad, 
afinidad y civil. La mencionada figura no ha sido reconocida por la ley, ni se la han asignado efectos jurídicos a otro tipo de relaciones afectivas.

3. ACTOS DE COMPETENCIA.
En atención a la definición planteada como oportunidad de negocio, además de incluir las principales actividades de explotación o del giro ordinario de los 
negocios de la sociedad, se recomienda incluir las actividades que hagan parte del plan de expansión de la sociedad, por cuanto estas actividades pueden 
tener relevancia estratégica para las sociedades y muchas de ellas pueden no estar comprendidas en el objeto social actual.                                                                                                                                                                           

4. PROCEDIMIENTO DEL ADMINISTRADOR ANTE UN CONFLICTO DE INTERESES .
En ese sentido, en el numeral 3 se sugiere indicar que la autorización podrá ser otorgada por la junta de socios o asamblea general de accionistas y por los 
administradores que estén autorizados. 

Aceptada

1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance 
de esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del 
Decreto. 2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, 
se ajusta la denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 3. El procedimiento se 
ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.    En ese sentido, la convocatoria se regirá por lo dispuesto en los estatutos y la ley en concordancia con los 
artículos 182 y 425 del Código de Comercio que se referencian. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, la misma surge de las normas previstas en el Código Civil, que 
establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. No se acepta la discrecionalidad del administrador frente a su deber de convocar 
al máximo órgano social dado que se desprende del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995 al establecer que corresponde al máximo órgano social autorizar, y para el efecto es necesario 
convocar considerando lo dispuesto en el artículo 182 del Código de Comercio.   En ese sentido, se precisa que el orden del dìa sí es necesario en las extraordinarias, sin perjuicio de que pueda 
incluirse con las mayorìas previstas en el artìculo 425 del Código de Comercio, se indica también que el punto del orden del día no es necesario en las reuniones ordinarias según el artículo 182 del 
Código de Comercio. Se aclara que deberán convocar quienes  tengan facultades para ello. En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios que se causen, la misma surge de las normas previstas 
en el Código Civil, que establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. En cuanto al procedimiento se ajusta en el sentido de 
remitir al dispuesto en el Código General del Proceso. Se acepta y elimina la sanción de multas e inhabilidad decretadas por el Juez.   En cuanto a la responsabilidad de los administradores está 
contemplada en el artículo 24 de la Ley 222 de 1995 y a ella se hace referencia en las consideraciones. El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés 
de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   4. Se 
elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 5. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción 
considerando precisamente que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia. 6. Con base en los ajustes y 
precisiones hechos, no se acepta el argumento del exceso de la facultad reglamentaria.

No aceptada

18 1/11/2023 ISA

Traemos a colación algunos puntos del Proyecto que, en nuestro criterio, exceden la potestad reglamentaria del poder ejecutivo: 
i) la amplificación del concepto de conflicto de interés a las sociedades “subordinadas”, es una clara extensión del concepto legal consagrado en le Ley 222/95, considerando que la ley solamente 
considera “la sociedad” y no incluye cualquier tipo de filial o subsidiaria. Del mismo modo, la inclusión del concepto de “conflicto estratégico” es incierta y difiere de la ley, la doctrina y jurisprudencia 
asociada a la definición de conflictos de interés (artículo 2.2.2.3.1. del Proyecto).  
ii) la responsabilidad de los administradores que hayan ejecutado un acto o negocio jurídico que no se celebre en condiciones de plena competencia y perjudique los intereses de la sociedad, pues el 
artículo 24 de la Ley 222/95 solamente establece la responsabilidad del administrador que haya causado perjuicios a la sociedad, a sus socios o terceros, inmersos en dolo o culpa, es decir, se crea una 
nueva causal de responsabilidad objetiva de los administradores, que no tiene sustento legal (numeral 3 del artículo 2.2.2.3.4. del Proyecto). 
iii) De la misma forma, se excede el numeral 4 del artículo 2.2.2.3.4. del Proyecto, al incluir un supuesto de responsabilidad objetiva de socios y accionistas, cuando la ley 222/95 solamente define que 
“…En todo caso, la autorización de la junta de socios o asamblea general de accionistas sólo podrá otorgarse cuando el acto no perjudique los intereses de la sociedad”. 
iv) El parágrafo 2 del artículo 2.2.2.3.4. determina que los asociados, administradores y el revisor fiscal deben revelar al representante legal todos los actos o negocios que puedan implicar conflicto de 
intereses o competencia con la sociedad. Sin embargo, la ley solamente le impone al administrador – que esté eventualmente en competencia con la sociedad o en situación de conflicto de interés – el 
deber de revelación; no se podría extender a través de decreto las obligaciones de otros órganos de la sociedad. 
Comentarios en relación con algunos artículos del Proyecto:
I. ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 
Sobre el conflicto de interés “estratégico”, es preocupante el amplio margen de interpretación y subjetividad del término. ISA hace parte de un grupo empresarial debidamente inscrito en el registro 
mercantil, que cuenta con una estrategia definida por la matriz que garantiza la unidad de propósito y dirección del grupo. A su vez, las filiales y subsidiarias de la matriz deben incorporar lo que le es 
pertinente de la estrategia matricial y, dadas las particularidades de su mercado, definir sus propias estrategias. En este sentido, ¿Todos los actos y decisiones enmarcados en la estrategia de la matriz 
implicarían un conflicto de interés? ¿O el término hace referencia a transacciones entre matriz y filial que sean estratégicas? Se puede verificar fácilmente que, además de exceder la potestad 
reglamentaria, esta definición trae más preguntas que respuestas y, en aras de la pretendida seguridad jurídica, no debería ser aplicada. 

II. ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD. 
Siendo la junta directiva el órgano societario encargado de dirigir la sociedad, carece de sentido que, si este órgano puede tomar la decisión de manera válida con los miembros no conflictuados, se deba 
obtener autorización de la asamblea de accionistas.
Desde el punto de vista de gestión de las sociedades, especialmente los emisores de valores, como es el caso de ISA; no es práctico ni razonable exigir la obtención de autorización de la operación por 
parte de la asamblea de accionistas, cuando la junta directiva como órgano de administración competente, cuente con el quorum requerido para la toma de la decisión aún con la abstención del o de los 
miembros que declaren el conflicto de interés. 
En este sentido proponemos aclarar, en un parágrafo adicional, que el procedimiento regulado en este artículo solamente es obligatorio respecto de decisiones que sean competencia de la junta directiva, 
cuando la abstención de los miembros de junta incursos en conflicto imposibilite la toma de la decisión por no cumplir con el quorum requerido legal o estatutariamente para esa decisión en particular. 

III. ARTÍCULO 2.2.2.3.5. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES Y ENTRE CONTROLANTES Y SUBORDINADAS O SUBORDINADAS ENTRE SÍ. 
Es necesario que este artículo considere la condición de emisor de valores de las sociedades que hacen parte de un mismo grupo empresarial y celebran negocios entre sí en la búsqueda de sinergias y 
eficiencias. En los emisores de valores la composición de la junta directiva debe cumplir, por mandato legal, con un porcentaje de mínimo 25% de miembros independientes. La presencia de miembros 
independientes es una buena práctica que, entre otros beneficios, busca evitar conflictos de interés y, por tanto, habilita la toma de decisiones en este tipo de sociedades. Así las cosas, se debería 
eliminar la exigencia de autorización de la asamblea, cuando se puedan tomar las decisiones que son competencia de la junta directiva si se cumple con el quorum establecido en la ley o los estatutos 
sociales. 
Adicionalmente quisiéramos destacar que el requisito de “Que la controlante sea titular, directa o indirectamente, del 100% del capital de las subordinadas” no atiende a la realidad de las sociedades por 
acciones, pues considerando el mínimo de cinco (5) accionistas que deben tener para su constitución, normalmente el controlador posee máximo el 99.99% de las acciones, pero pocas veces se logra 
tener el 100%, a menos que sea una SAS.

No aceptada
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Frente al artículo 2.2.2.3.1. referente a la definición de conflicto de intereses:
1.1. Se sugiere ampliar el alcance, que contemple operaciones, u otro tipo de acciones o actos.
1.2. Se sugiere ampliar o bien precisar el concepto de interés en tanto que el mismo se está contrayendo exclusivamente a asuntos en materia económica, comercial o estratégica en una determinada 
operación cuando la misma puede extenderse en otra clase de intereses, los cuales resulten en contraposición derivado de la intervención de los agentes que comparecen en una determinado acto o 
negocio jurídico.
1.3. Sugerimos precisar que un eventual conflicto de interés también puede suscitarse cuando en la toma de decisiones al interior de una sociedad o de un ente económico en particular, resulte en la 
imposibilidad de satisfacer dos intereses que pueden resultar contrapuestos.                                                                                                                                                Para tal efecto, se sugiere 
incluir en la norma, por ejemplo: "(...) un interés económico, comercial o estratégico, respecto de actos, acciones u operaciones, que puedan comprometer su criterio o su independencia y que haga 
prevalecer su interés personal o el de un tercero (...)" o en "detrimento del interés de la sociedad"
2. Frente al artículo 2.2.2.3.2. referente al conflicto de intereses vinculados al administrador:
2.1. Se sugiere cambiar el nombre del artículo por "VINCULADOS O VINCULADOS AL ADMINISTADOR O TERCEROS VINCULADOS" de manera que corresponda con su contenido.
2.2. Se sugiere incluir dentro de esta descripción normativa, las otras formas de asociatividad, y de colaboración empresarial, que pueden de igual forma verse involucradas en eventuales conflictos de 
interés entre las cuales se incluye, consorcios, uniones temporales, sociedades de hecho, patrimonios autónomos, otros contratos de colaboración empresarial, joint ventures, inclusive ESALES, entre 
otros.
2.3. Se sugiere precisar en el numeral 4 que al referirse con ocupar simultáneamente se refiere a hacerlo de forma simultánea con el administrador y sobre el mismo ente del que se analiza la eventual 
situación generadora de conflicto de interés.                                                                                                                                                                                                          
3. Frente al artículo 2.2.2.3.3. relacionado con la competencia con la sociedad:                                                                                                                                                                                                    
3.1. Se sugiere agregar "Los administradores no podrán participar en actos o negocios jurídicos que impliquen competencia con la sociedad que administran"
3.2. Se sugiere evaluar si se puntualiza la norma para efectos de que la expresión quede “salvo que se cumpla con lo establecido en el artículo 2.2.2.3.4."                                           
 4. Frente al artículo 2.2.2.3.4. referente al procedimiento en casos de conflicto de intereses o competencia con la sociedad:
4.1. Sugerimos un ajuste en redacción del numeral 5 con la expresión "con las consecuencias sancionatorias o penales que dicha conducta pudiese generar", pues es algo que ya está en el ordenamiento 
jurídico, en lugar de establecer “El juez competente, según lo establecido en la ley, podrá sancionar a los administradores con multas y/o con la inhabilidad para ejercer el comercio, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que dicha conducta pudiese generar" lo que hace más densa la lectura.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             
4.2. Se sugiere en el Parágrafo 2 incluir los mecanismos de revelación de un eventual conflicto de interés bajo el supuesto que es el representante legal quien conoce y del que se predica la eventual 
causal generadora de conflicto de interés.
5. Frente al artículo 2.2.2.3.5. respecto de operaciones en grupos empresariales y entre controlantes y subordinadas o subordinadas entre sí:                                                                 
5.1. Se sugiere reemplazar por "los actos y negocios jurídicos que impliquen para los administradores de sociedades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial, que registren situación de control o 
sean subordinadas entre sí, conflicto de intereses o competencia con la sociedad y que se celebren por dichas sociedades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial o que se encuentren 
vinculadas en virtud de una situación de control" de manera que, no quede independiente o separada la situación presentada entre administradores, y se especifique la forma en que aplica dicha 
consecuencia jurídica para administradores de esas sociedades que pertenecen a un mismo grupo empresarial o entre controlantes y subordinadas, o subordinadas entre sí.
Frente al artículo 2.2.2.3.6. respecto de la deferencia al criterio de discrecionalidad empresarial de los administradores:
5.2. Se sugiere agregar mala fe debidamente probada                                                                                                                                                                                                                                                    
5.3. Aclarar si por el solo hecho de tener un conflicto de interés se desvirtúa el criterio de discrecionalidad empresarial, pese a que lo haya revelado e informado en debida forma.
5.4. Se sugiere reemplazar la expresión "o cuando correspondan a una decisión que iría evidentemente en perjuicio de la sociedad" por lo siguiente “o cuando se tome una decisión en perjuicio de la 
sociedad" y aclarar la expresión “manifiestamente mal informada” pues no se entiende con claridad a qué podría referirse.

Aceptada
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Tanto la Corte Constitucional en Sentencia C-2019 de 2017 y C-182 de 2022 y  como el Consejo de Estado en sentencia del 2 de diciembre de 2021 número 
único de radicación: 11001032400020070035600) han señalado la naturaleza y los límites de la facultad reglamentaria.
Ahora bien, en la parte motiva del proyecto de decreto, el Gobierno reconoce la ausencia de una definición legal en lo que respecta con el conflicto de 
intereses y competencia en el ámbito de los deberes de los administradores. Además, pretende introducir el principio de deferencia al criterio empresarial, cuyo 
desarrollo ha sido meramente jurisprudencial. 
Teniendo en cuenta que la Ley no define conflicto de intereses ni competencia en el ámbito de los deberes de los administradores, ni ha establecido el principio 
de deferencia al criterio empresarial, el Gobierno no puede, bajo el amparo del ejercicio de la facultad reglamentaria, entrar a definirlos. 

No aceptada

1.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. Se tienen en cuenta las referencias a la Ley 
80 para no ampliar más allá de lo que ley contempla en casos de ciertas relaciones. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  Conforme a 
la normatividad vigente el máxímo órgano social autoriza los actos en conflicto de intereses o competencia según el tenor literal del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. En cuanto a la exclusión 
del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995.  Respecto de la información a suministrar se hacen precisiones 
considerando la jurisprudencia sobre la materia.El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el 
máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.  3. Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser un 
asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 4. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando  la jurisprudencia y que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley. 

1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance de 
esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del Decreto. 
2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. Se precisa que el adminsitrador es el de la 
respectiva sociedad y no incluye subordinadas. 3. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.   En cuanto a la responsabilidad por los perjuicios 
que se causen, la misma surge de las normas previstas en el Código Civil, que establece que quien ha inferido un daño a otro es obligado a la indemnización, luego se ajusta en términos generales. De otro 
lado, se deja claro que el artículo empieza señalado salvo lo establecido en normas especiales, en atención a lo que resulte aplicable por ley a emisores, dado que por estatutos no pueden pactarse 
estipulaciones contrarias a disposiciones imperativas. Igualmente, la autorización del acto en conflicto de intereses o competencia, según el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, debe ser 
otorgada por la asamblea o junta de socios y no por la junta directiva, conforme al tenor claro de la ley y que no puede modificarse por vía de decreto. El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el 
proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el artículo 23 
de la Ley 222 de 1995.   4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 5. Con base en los ajustes y 
precisiones hechos, no se acepta el argumento del exceso de la facultad reglamentaria.

 1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. Se precisa que el adminsitrador es el de la 
respectiva sociedad y no incluye subordinadas. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  No se incluyen supuestos diferentes sobre 
responsabilidad dado que rigen las normas vigentes en el ordenamiento para cada asunto, como el tema penal que se menciona en el comentario. Se acepta la referencia al informe de gestión de los 
administradores que puedan o deban conocer de las operaciones  conforme a las normas vigentes y se concuerda con las demás normas aplicables de reporte de operaciones con administradores y 
operaciones en grupos. En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los 
órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio. 4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  
previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 5.  En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando  la jurisprudencia y que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley. 

 1. Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance de 
esta facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del Decreto. 
2.Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 3. El procedimiento se ajusta en concordancia 
con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  4. Se elimina la reglamentación de operaciones entre sociedades de un mismo grupo por no ser  asunto  previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 
1995. 5. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia 
sobre la materia. 6. Con base en los ajustes y precisiones hechos, no se acepta el argumento del exceso de la facultad reglamentaria.

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos.  2. El procedimiento se ajusta en concordancia 
con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia. En cuanto a la exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 
de 1995. 
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1. Definición de conflicto de interés (Artículo 2.2.2.3.1)
En la definición del Proyecto de Decreto no se identifica con claridad el elemento de contraposición de intereses, ampliamente desarrollado en la doctrina y jurisprudencia.                                                                        

En cuanto a “las personas vinculadas” implicaría una extensión del régimen de conflicto de interés a situaciones de terceras personas que no fungen como administradores de la 
sociedad y sobre situaciones en las que pueden estar inmersos dichos terceros que no necesariamente implican un conflicto de intereses para el administrador mismo o sobre 
las cuales estos últimos no tiene incidencia alguna. Lo mismo sucede con la expresión “para la toma de decisiones en el mejor interés de la sociedad o sus subordinadas”, lo 
cual excede las facultades reglamentarias en cabeza del poder ejecutivo toda vez que se estaría ampliando el sentido de la ley contemplada en el artículo 23 de la Ley 222 de 

1995 que determina que las actuaciones de los administradores “se cumplirán en interés de la sociedad, teniendo en cuenta los intereses de sus asociados”. 
2. Conflicto de intereses con vinculados al administrador (Artículo 2.2.2.3.2) 

Al establecerse en el Proyecto de Decreto una definición del concepto de conflicto de interés que incluye el término de vinculados y en el que se determina taxativamente 
quienes son considerados como tal, se parte de la premisa de concebir la vinculación con el tercero como un elemento determinante para la configuración de un conflicto de 
interés, esto no solo se excluye la posibilidad de que existan sujetos que a la luz de la definición propuesta no son considerados como vinculados, pero frente a los cuales se 
podría generar un conflicto de interés; sino que a su vez conlleva de manera errada a concebir como determinante el tipo de relación que el administrador tenga con el tercero, 

implicando perse la existencia de un conflicto de interés cuando esta situación únicamente supone una amenaza frente a su independencia que compromete su libertad de 
criterio. En este sentido, se sugiere eliminar el artículo 2.2.2.3.2 del Proyecto de Decreto en la medida en la que su interpretación literal implicaría entender que lo relevante es la 
relación que el tercero tenga con el administrador, desconociendo la posibilidad de que por otro tipo de vinculaciones (no listadas) este llegue a configurarse. Conceptos vagos 

como es el de análoga “relación de afectividad” podría acarrear, entre otras cuestiones, una dificultad práctica para identificar potenciales conflictos de interés al no existir un 
alcance claro del término. 

3. Competencia con la sociedad (Artículo 2.2.2.3.3.) 
Se considera que este lineamiento configura una extralimitación del ejercicio de la potestad reglamentaria del ejecutivo en la medida en la que el deber de abstenerse de tomar 

para sí oportunidades de negocio que le corresponden a la sociedad no está contemplado en el numeral 7 del artículo 23 de la ley 222 de 1995 ni en normas que lo 
complementan. 

4. Procedimiento en casos de conflicto de intereses o competencia con la sociedad (Artículo 2.2.2.3.4) 
Con relación al texto propuesto en el artículo 2.2.2.3.4 del Proyecto de Decreto se destacan los siguientes aspectos:                                                                                                                        

a. Con la modificación normativa propuesta los administradores podrán abstenerse de participar en una decisión que se encuentre en conflicto de interés o acto de competencia 
sin que sea necesario agotar el procedimiento ante la asamblea de accionistas. 

  b. El numeral 1 de este artículo establece que “Deberá incluirse en el orden del día el punto relativo al sometimiento a consideración del máximo órgano social del acto o 
negocio jurídico respecto del cual exista o pueda existir conflicto de intereses o competencia con la sociedad”. Excede la facultad reglamentaria y es contraria a la posibilidad de 

tratar temas no previstos en el orden del día de las reuniones del máximo órgano social, desconociendo la regulación expresa establecida en este sentido en el Código de 
Comercio. Aceptada

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta la 
denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia 

con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  En ese sentido, se precisa que el orden del dìa sí es necesario en las extraordinarias, sin perjuicio de que pueda incluirse con las mayorìas 
previstas en el artìculo 425 del Código de Comercio, se indica también que el punto del orden del día no es necesario en las reuniones ordinarias según el artículo 182 del Código de Comercio. En cuanto a 
la exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995.  En cuanto al procedimiento se ajusta en el sentido de remitir al 

dispuesto en el Código General del Proceso.   En cuanto a la responsabilidad de los administradores está contemplada en el artículo 24 de la Ley 222 de 1995 y a ella se hace referencia en las 

17 1/11/2023 ASOBANCARIA

Se recomienda evaluar la pertinencia de expedir el Decreto objeto de comentarios, puesto que se identifican algunos inconvenientes que se pueden clasificar en general en dos clases: (i) Vicios de nulidad por violación de reserva 
de ley y exceso en el uso de la potestad reglamentaria, y (ii) Inconvenientes materiales frente a los fines que pretende solucionar. 

En cuanto a la violación de la reserva de ley: 
• Se crean presunciones, a pesar de que en el Código Civil  se establece claramente que éstas sólo pueden se creadas por ley. 

• Establece los procedimientos jurisdiccionales a través de los cuales deben ser ventiladas las pretensiones asociadas a los conflictos de interés, desconociendo que dicha facultad está reservada al Congreso de la República . 
• En esta regulación se limita el acceso a la doble instancia, sin que para este caso lo permita la ley, lo cual constituye una afectación a un derecho fundamental por una fuente distinta a la ley .

• Regula sobre elementos estructurantes de la responsabilidad (en especial sobre la existencia del daño antijurídico), soslayando que esto debe ser definido únicamente por el legislador .
• Se configura un exceso en la potestad reglamentaria, considerando que se reglamentan criterios, reglas  y excepciones no contenidos en el Código de Comercio, que se alejan de la autorización prevista en su artículo 2035. 

Ahora bien, sin perjuicio de los vicios formales que se han anotado, resulta pertinente resaltar que este Proyecto también pareciera inconveniente frente al objetivo que busca, ya que este enfoque regulatorio es perjudicial para la 
función que la ley societaria debe cumplir, que es la de regular adecuadamente los referidos conflictos.

En efecto, la definición propuesta de “conflicto de interés” es innecesaria, toda vez que petrifica un concepto cuya valoración siempre debe efectuarse a la luz de los casos en concreto. Con esta definición, se expropia a los jueces 
de la facultad de predicar la existencia de conflicto apreciando el contexto de cada situación en particular. Adicionalmente, el Proyecto crea un régimen de responsabilidad perjudicial para los accionistas, confundiendo lo que 
genera nulidad con responsabilidad, y suponiendo que la autorización de ley para reglamentar el evento de un conflicto de interés conlleva la necesidad de establecer un daño antijurídico. Además, desconoce los criterios de 

antijuridicidad de la conducta imputable y el nexo causal que en la ley son esenciales para predicar la responsabilidad, esto es, la obligación de indemnizar el daño derivado en forma directa de conductas que conlleven fraude, la 
mala fe o la falta de diligencia. 

En consecuencia, se evidencia que en el Proyecto se crea un régimen de responsabilidad objetiva para los accionistas que aprobaron una operación bajo conflicto de interés cuando esta fracasa (y no existió engaño por parte de la 
administración). Esto se agrava si se considera que los administradores que la ejecutaron no responden si agotaron el procedimiento regulado en debida forma y estos son los que ejecutan la operación.

En general, la propuesta tiene el potencial de avivar los conflictos antes que solucionarlos y de desincentivar la asunción de riesgos empresariales en el contexto de estas operaciones que, en sociedades cerradas y en 
conglomerados, son muy frecuentes, todo lo cual resulta opuesto a una decisión propia del ejercicio de la libre iniciativa privada que garantiza la Constitución.

COMENTARIOS PARTICULARES – 
ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 

Los Considerandos justifican la inclusión de esta en el decreto, sin una habilitación legal al Gobierno Nacional para crearla; particularmente frente a las “personas a él vinculadas” se está desnaturalizando el “conflicto de interés” 
pues para evaluar las situaciones en las que hay conflictos de interés se debe realizar un juicio de valor del administrador (y no de terceros vinculados a él) de situaciones que puedan comprometer su independencia para la toma 

de decisiones porque entra en competencia con un interés económico, comercial o estratégico para sí o para una persona directamente vinculada a él, que puede nublar su juicio. Adicionalmente, se sugiere tener en cuenta que en 
la práctica parecería difícil de concretar una situación en la que se presenta un conflicto de interés “estratégico”, contrario a lo que sucede con el interés económico o comercial, que atiende a distinción netamente objetiva. 

Finalmente, se recomienda tener en cuenta que el incluir el concepto de “subordinadas” pugna con el de administrador, toda vez que es al interior de cada entidad donde sus propios administradores deben evaluar si se está ante 
una situación generadora de conflictos de interés. 

ARTÍCULO 2.2.2.3.2. CONFLICTO DE INTERESES VINCULADOS AL ADMINISTRADOR. 
Ell artículo 23 de la Ley 222 de 1995, que está reglamentando, no hace referencia en ningún sentido a los “vinculados al administrador”. 

Numeral 2°. En este se incluye el parentesco primero civil, que pareciera subsumirse en el numeral 1, aunque no resulta del todo claro a quiénes se refiere el numeral 1° cuando establece “personas con análoga relación de 
afectividad”.

Numeral 2°. La vinculación y configuración de potenciales conflictos está limitada a parentesco y afinidad, dejando por fuera casos de afectividad por vínculos como la amistad, que no se incluyen en el texto, siendo realmente 
trascendentes. A cambio, incluye, sin resultar necesario, casos de parentesco que no necesariamente implican cercanía, como viene a ser el cuarto grado de consanguinidad, que resulta de menor proximidad al de una amistad 

íntima.
Numeral 4°. En este numeral no se precisa el supuesto que se establece, que es el de las personas que “ocupen simultáneamente el cargo de administrador”, puesto que no resulta claro con qué nivel en la otra posición se 

presenta el conflicto. 
Numeral 5°. Teniendo en cuenta la regulación detallada que al respecto se incluyó en la Ley de conglomerados, se tiene que la vinculación surge si los fideicomitentes o beneficiarios tienen injerencia en los patrimonios autónomos, 
es decir, si determinan las decisiones de inversión siendo fideicomitentes o beneficiarios. Por el contrario, cuando existe plena autonomía de éstos en la toma de decisiones mal podría pretender aducirse un criterio de vinculación, 

por lo que, además de lo atrás mencionado, no resulta conveniente la norma en la forma redactada.
ARTÍCULO 2.2.2.3.3. COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD. 

SE estaría creando una presunción no prevista en la ley.
ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD. 

Se reitera que, en términos generales, la norma está definiendo ciertos aspectos que deben regularse a través de una ley. En todo caso, algunos comentarios: 
Inciso 1°. la legislación vigente ya ha establecido tiempos de convocatoria para las asambleas, reuniones de junta directiva y otras instancias de gobierno corporativo, por lo que referirse a un tiempo expedito resulta una disposición 

poco clara, y que puede conllevar equívocos en su interpretación, imponiendo cargas excesivas. 
Numerales 3°, 4° y 5°. No toman en cuenta que para cualquier operación o negocio existe un riesgo de fracaso; sin embargo, con la redacción propuesta pareciera que se está presumiendo que aprobar la operación bajo conflicto 

de interés es, de por sí, un daño antijurídico y que la existencia de perjuicios configura la obligación de resarcirlos de manera objetiva. Todo esto, por supuesto, sin una ley de por medio. 
En este sentido, se debe tener en cuenta que si se le asegura a un accionista que la operación se realiza en condiciones de mercado y que persigue el interés social, no debería responder por el fracaso de la operación en todos 

los escenarios; solo en aquellos en los que haya certeza que en ningún caso beneficiaría a la sociedad, o en los que exista mala fe. 
Numeral 1°. Se sugiere considerar que la norma no imponga la obligación al administrador conflictuado de proceder con la convocatoria directa de la asamblea, y que en dicha situación su deber consista en revelar el conflicto a la 

sociedad en cabeza de su representante legal principal o suplente para que sea esta, a través de tal representante legal, la que convoque a la asamblea como considere, ya sea a través de su junta directiva, por parte de un 
representante legal, o de la forma que establezcan la ley y sus estatutos.

Numeral 3°. En principio, no hay claridad sobre cómo se podría demostrar que la operación se da en condiciones de plena competencia, por lo que se recomienda eliminar tal previsión, junto con el parágrafo 4° de este artículo, que 
tiene relación con la misma. Adicionalmente, y conforme se indicó con antelación, no resulta conveniente establecer la responsabilidad objetiva para los administradores, por lo que también se sugiere eliminar el aparte de este 

numeral que la establece, es decir, aquel que indica que “so pena de indemnizar los perjuicios causados por quienes la impartieron o ejecutaron”.
Numeral 4°. Se reitera lo manifestado con antelación.

Numeral 5°. Además de lo mencionado en los Comentarios Generales en relación con la extralimitación en la facultad de reglamentación cuando se consagra un tipo de proceso para obtener la declaratoria de nulidad absoluta de 
los actos ejecutados en contra de los deberes de los administradores, se hace evidente esta extralimitación al crear nulidades absolutas por decreto reglamentario. 

Particularmente, frente al aparte que establece que se sancionará a los administradores con la inhabilidad para ejercer el comercio, se sugiere tener en cuenta que el régimen de inhabilidades no puede ser establecido mediante 
decreto, las sanciones que incluye por la realización de este tipo de conductas podrían ocasionar graves perjuicios a los ciudadanos por la vulneración de derechos fundamentales tales como el debido proceso y el derecho a la 

defensa. 
Por todo lo anteriormente expuesto se propone eliminar este numeral.

ARTÍCULO 2.2.2.3.5. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES Y ENTRE CONTROLANTES Y SUBORDINADAS O SUBORDINADAS ENTRE SÍ. 
Se estaría consagrando con la redacción prevista una excepción a lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995. 

De otra parte, el alcance de la regulación que exceptuaría del procedimiento a las operaciones entre grupos empresariales no reconoce que los grandes conglomerados del país no tienen estructuras de propiedad sobre las cuales 
se pueda predicar el control del 100% de la participación accionaria. Esta excepción, en últimas, solo aplicaría a muy pocas sociedades. Por todo lo anterior, se propone eliminar esta disposición del proyecto.

Se sugiere contemplar la posibilidad de que dicha excepción no esté limitada a situaciones de control en las que la controlante tenga tal porcentaje de capital, y que baste con que haya situación de control, independientemente de 
la titularidad del capital. Lo anterior, aunado a que, en sociedades abiertas, o en otro tipo de esquemas, la controlante puede ejercer control bajo otros supuestos diferentes. 

Se sugiere considerar la posibilidad de excluir expresamente de su aplicación a los conglomerados financieros, toda vez que este tipo de entidades se rigen por disposiciones especiales en la materia.
ARTÍCULO 2.2.2.3.6. DEFERENCIA AL CRITERIO DE DISCRECIONALIDAD EMPRESARIAL DE LOS ADMINISTRADORES. 

Se estaría creando una presunción no prevista en la ley. No obstante, en el evento de mantenerse, se recomienda que en esta disposición, con el fin de enriquecer la redacción y se describa adecuadamente lo que el Proyecto 
desarrolla, se establezca que la presunción se entiende desvirtuada, frente a los conflictos de intereses, cuando han sido “indebidamente gestionados, en los términos del 2.2.2.3.4”, además de cuando correspondan a una 

decisión que iría evidentemente en perjuicio de la sociedad o manifiestamente mal informada, como se dispone en su aparte final.



No. 
Fecha de 
recepción

Remitente 
Observación recibida

Estado Consideración desde entidad

22 1/11/2023 FENALCO

De manera atenta, y dentro de la oportunidad dispuesta por la entidad para efectuar los comentarios al proyecto de decreto “Por el cual se reglamenta 
parcialmente el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, en lo relativo al conflicto de intereses y competencia con la sociedad por parte de los administradores, y a la 
aplicación del principio de deferencia al criterio empresarial”, queremos informarles que hemos socializado su contenido con nuestros  afiliados para efectos de 
la consolidación de sus comentarios.
Sin embargo, y preliminarmente, observamos que en su contenido se desarrollan asuntos que no deberían ser objeto de reglamentación, sino de ley, razón por 
la que consideramos que no deberían estar contenidos en un decreto.

No aceptada

1. Respecto de las definiciones de conflicto de intereses y competencia, con el fin de no limitarlas ni ampliarlas se ajustan a título enunciativo y no limitativo. En lo atinente a los vinculados, se ajusta 
la denominación de estos terceros a la luz de lo dispuesto en la ley y la doctrina y con el fin de no limitar ni restringir su sentido ni generar conceptos indefinidos. Se hace referencia en los terceros a 
los sujetos de derecho, considerando efectivamente los comentarios presentados  2. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la jurisprudencia.  En 
cuanto a la exclusión del administrador de su derecho de voto, se limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995. El páragrafo 4 se elimina, dado que se ajusta el 
proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia según el 
artículo 23 de la Ley 222 de 1995. Se acepta y elimina la sanción de multas e inhabilidad decretadas por el Juez.   Se elimina el artículo que hace referencia la árbitramento, dado que se sobrentiende 
que las partes pueden pactar cláusula compromisoria en ejercicio de su autonomía. En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se 
precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio.  3. Se elimina la reglamentación 
de operaciones entre grupos por no ser un asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995.   4. En cuanto a la deferencia se ajusta la redacción considerando precisamente que se trata de 
permitir la cumplida ejecución de la ley y obedece a un precedente de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia.

24 1/11/2023
CÁMARA DE 
RIESGO CENTRAL 
DE CONTRAPARTE

En atención a lo dispuesto por la Ley de Valores y, con el propósito de cumplir con las recomendaciones de la Misión respecto de la legislación relativa al 
manejo de situaciones de conflicto de interés por parte de las entidades sometidas a la inspección, control g vigilancia de la SFC, desde la CRCC S.A. 
respetuosamente solicitamos:
Que el Proyecto de Decreto excluya expresamente de la aplicación de los artículos 2.2.2.3.4. g 2.2.2.3.5. a las operaciones entre grupos empresariales que 
involucren a una sociedad con acciones inscritas el mercado de valores, toda vez que la Ley solo prohíbe que la operación sea perjudicial para la compañía
Por otro lado, el numeral 2 del artículo 2.2.2.3.4 que se incorpora al proyecto de decreto, dispone que para efectos de la votación de los conflictos de interés 
se deberán recalcular los quórums en el evento en que el administrador tenga la calidad de socio. A este respecto se considera que el numeral en comento 
está viciado de ilegalidad ya que la definición de quórums para la toma de decisiones por parte del máximo órgano de gobierno de una sociedad corresponde al 
Congreso toda vez que no hay una norma que faculte al Gobierno para ello vía reglamentación.
Teniendo en cuenta que, es el administrador en cada caso el que debe decidir si solicita la autorización al máximo órgano social para participar en un acto de 
competencia con la sociedad o en una operación estando incurso en un conflicto de interés, lo previsto en el parágrafo 2 del artículo 2.2.2.3.4 en el sentido de 
que los socios, y otras personas revelen conflictos de interés o actos de competencia de administradores para que se surta el trámite del conflicto, resulta en 
una disposición ilegal.                                    
Teniendo en cuenta la celeridad con la que se toman las decisiones en el mercado de valores y en observancia a los preceptos legales, el tratamiento del 
conflicto de intereses para actos y operaciones entre vinculadas que involucren a una sociedad con acciones inscritas el mercado de valores sean resueltas, 
con efectos vinculantes, por el comité de auditoría integrado exclusivamente por los miembros independientes de la junta directiva, no debe haber necesidad 
de elevar este conflicto al máximo órgano social.

Aceptada

25 1/11/2023 CREDIBANCO

Consideramos que es necesario ampliar la habilitación de mecanismos legales para suplir el requisito legal de contar con autorización previa para este tipo de operaciones, alineado la reglamentación con 
las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), mismas que fueron recopiladas en Colombia en el “Código de Mejores Prácticas Corporativa - Código 
País” publicado por la Superintendencia Financiera de Colombia y aplicable a los emisores de valores, que reconoce la facultad de la Asamblea de Accionistas para delegar funciones en otros órganos de 
decisión como, por ejemplo, la Junta Directiva, para evaluar y autorizar ciertas operaciones de acuerdo con criterios objetivos y a partir de lineamientos generales o específicos que el máximo órgano 
puede fijar.
En esa línea, a continuación, señalaremos las recomendaciones del Código de Mejores Prácticas Corporativas - Código País” que proponemos sean considerados en el Proyecto para la gestión y 
autorización de los conflictos de interés por parte de la asamblea general:                                                                                                                                                                         
 a. Recomendación 6.2, que sugiere el establecimiento de un acuerdo de relaciones institucionales como marco de referencia para la gestión de los conflictos de interés.
b. Recomendación 13.1, que sugiere el otorgamiento de atribuciones a la Junta Directiva para la gestión de conflictos de interés.
c. Medida 21, que sugiere el establecimiento de políticas y procedimientos definidos y formalizados de autorregulación para el conocimiento, administración y resolución de las situaciones de conflicto de 
interés, distinguiendo la naturaleza de estos y fijando reglas para su administración.
d. Medida 22, que sugiere el establecimiento de políticas para operaciones entre partes vinculadas.
En ese sentido, ponemos a consideración el promover la autorregulación de las organizaciones, permitiendo que cada una de éstas estructure mecanismos para gestionar las operaciones que puedan 
representar conflicto de interés dentro del giro ordinario de sus negocios. Lo que permitiría a las organizaciones tomar decisiones de forma más eficiente, dando cumplimiento a los estándares legales 
establecidos por la Ley 222 de 1995.                                                                                                                                                                       Lo anterior, sin perjuicio de que la Asamblea de 
Accionistas o Junta de Socios sea quien determine si constituye políticas para la gestión e información de tales operaciones; si delega la facultad de autorización en la Junta Directiva, o se reserva dicha 
facultad para ejercer un control directo a tales operaciones.
A continuación, nos permitimos proponerles una redacción en línea con lo anterior:
ARTÍCULO 2.2.2.3.5. OTROS MECANISMOS PARA LA AUTORIZACIÓN DE OPERACIONES. Sin perjuicio de lo establecido en normas especiales, la Asamblea de Accionistas o Junta de Socios en el 
desarrollo de sus facultades, podrá definir políticas para gestionar los actos y/o negocios jurídicos que impliquen para sus administradores conflictos de interés o competencia a la para la sociedad, 
atendiendo criterios objetivos de acuerdo con la naturaleza de los conflictos, en las cuales podrá considerar, entre otras:                                  
1. El establecimiento de acuerdos de relaciones institucionales.
2. Mecanismos de delegación a otros órganos de la administración.
3. El establecimiento de políticas de operaciones entre partes vinculadas.
4. Criterios de aprobación para actos y/o negocios jurídicos que impliquen para sus administradores conflictos de interés o competencia a la sociedad.
Las mencionadas políticas deberán establecer deberes de información y rendición de cuentas sobre los actos y negocios jurídicos que impliquen para sus administradores conflictos de interés o 
competencia a la sociedad.
ARTÍCULO 2.2.2.3.6. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES Y ENTRE CONTROLANTES Y SUBORDINADAS O SUBORDINADAS ENTRE SÍ. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES 
O ECONÓMICOS CON UN ÚNICO CONTROLANTE. Sin perjuicio de lo establecido en normas especiales, los actos y negocios jurídicos que impliquen para sus administradores conflicto de intereses o 
competencia con la sociedad, y que se celebren entre sociedades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial o económico, o que se encuentren vinculadas en virtud de una situación de control, no 
estarán sujetos al procedimiento de autorización consagrado en el artículo 2.2.2.3.4. anterior, cuando se cumplan las siguientes condiciones:                                                                                                                                                    
 1. Que la situación de grupo empresarial o control esté inscrita en el registro mercantil; y
2. Que la controlante sea titular, directa o indirectamente, del 100% del capital de las subordinadas. Al final del ejercicio contable, deberán relacionarse detalladamente todas aquellas operaciones 
celebradas al amparo de lo previsto en este artículo, en el informe de gestión en los casos de control y en el informe de que trata el artículo 29 de la Ley 222 de 1995, en los casos de grupo empresarial.

No aceptada

  1. La ley no exluye de su aplicación a los sujetos que se indican de manera que, su decreto reglamentario no podría hacerlo.2. Respecto de las definiciones, se ajustan a título enunciativo y no limitativo. 
2. El procedimiento se ajusta concordandolo con lo dispuesto en la ley y la jurisprudencia, se deja claro que el artículo empieza señalado salvo lo establecido en normas especiales, en atención a lo que 
resulte aplicable por ley a emisores, dado que por estatutos no pueden pactarse estipulaciones contrarias a disposiciones imperativas.  En cuanto a la exclusión del administrador de su derecho de voto, se 
limita en los términos que establece el artículo 23 numeral 7 de la Ley 222 de 1995.  En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que 
será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio.Igualmente, la autorización del acto en conflicto de 
intereses o competencia, según el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, debe ser otorgada por la asamblea o junta de socios y no por la junta directiva, conforme al tenor claro de la ley y que no 
puede modificarse por vía de decreto.

Sobre la potestad reglamentaria y las razones por las cuales no se excede, se incluyen decisiones de la Corte Constitucional, sentencias C-1005 de 2008 y C-810 de 2014, que explican el alcance de esta 
facultad y como comprende la producción de un acto administrativo de carácter general que hace real el enunciado de la ley, con miras a permitir su  cumplimiento que es la finalidad del Decreto. 

1. En atención a que se trata de un decreto reglamentario no es posible modificar lo dispuesto en la ley. 2. El procedimiento se ajusta en concordancia con las disposiciones legales pertinentes y la 
jurisprudencia. Igualmente, la autorización del acto en conflicto de intereses o competencia, según el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, debe ser otorgada por la asamblea o junta de socios y 
no por la junta directiva, conforme al tenor claro de la ley y que no puede modificarse por vía de decreto.  3. Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser un asunto previsto en el 
art. 23 de la Ley 222 de 1995.

21 1/11/2023
S.A.

Comercio. 
c. Frente a la autorización de la Asamblea en casos de conflicto de interés o competencia de la sociedad, deberá excluirse el voto del administrador si fuere asociado, lo cual 

implica una violación y desconocimiento de los derechos políticos que tiene el administrador frente al cual se predica el conflicto de interés, cuando este es a su vez accionista 
mayoritario de la sociedad, toda vez que al recomponerse el quorum la decisión sería tomada por el accionista minoritario. Esta disposición extralimita la potestad reglamentaria 

del Presidente de la República al ampliar y modificar el sentido de la ley. 
 d. En el numeral 3 la exigencia de condiciones de “plena competencia” no solo no está consagrada en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, sino que además es 

desproporcional, en la medida en la que implicaría una carga para los accionistas de validar el cumplimiento de dichas condiciones y les atribuiría una responsabilidad por la 
autorización impartida. 

e. En todo caso y en gracia de discusión, se sugiere que cualquier enfoque punitivo debe partir de que el administrador efectivamente se hubiere aprovechado de una situación 
de conflicto de intereses y derivado para sí un beneficio en detrimento del interés social, y no del simple hecho de haber actuado estando inmerso en una situación de conflicto. 
 f. El proceso judicial para obtener la declaratoria de la nulidad absoluta de los actos ejecutados en contra de los deberes de los administradores consagrados en el numeral 7 
del artículo 23 de la ley 222 de 1995, se adelantará mediante el proceso   verbal sumario. Esta disposición desconoce las normas que regulan la nulidad relativa y absoluta que 

están comprendidas en el Código Civil y el Código de Comercio, y, en ese sentido, el Proyecto de Decreto no puede ir en contravía de lo allí dispuesto al establecer una 
sanción especial para los actos o negocios en los que exista competencia o conflicto de intereses, excediendo así también la potestad reglamentaria del ejecutivo. 

 g. De cara al parágrafo 2 del artículo propuesto se encuentran dos elementos relevantes a considerar. El primero hace referencia a que, contrario a lo señalado en su primer 
párrafo, este establece que, cuando asociados, administradores, revisores fiscales y en general cualquier interesado conozcan de operaciones que acarreen un conflicto de 

intereses, deberán revelarlo al representante legal y activar así, en todos los casos, el procedimiento de autorización ante la asamblea general de accionistas. Plantearlo de esta 
forma genera una antinomia al ir en contravía de la regla general de abstención en caso de un conflicto de intereses. Por otra parte, el parágrafo referido impone unas cargas de 
revelación a asociados, otros administradores y revisores fiscales que, nuevamente, constituye una extralimitación en el ejercicio de la potestad reglamentaria en la medida en la 
que el deber consagrado en la Ley 222 de 1995 hace alusión exclusivamente a los administradores inmersos en la causal de conflictos de intereses y no lo extiende deberes a 

los demás terceros ya referidos. 
5. Operaciones en grupos empresariales y entre controlantes y subordinadas o subordinadas entre si.  Se sugiere, hacer explícito que cuando concurran estas dos situaciones y 
se haya identificado un conflicto de intereses o competencia no aplicará el régimen previsto en el Proyecto de Decreto y los administradores podrán decidir sobre la operación o 

acto. 
Adicionalmente, para el caso de sociedades pertenecientes a un grupo empresarial en las que se tenga el control pero no el 100% del capital social, se sugiere establecer un 

régimen de autorizaciones generales a través de las cuales se pueda plantear por parte de la asamblea de accionista la aprobación de diferentes operaciones que 
eventualmente pueden celebrarse entre las sociedades vinculadas al grupo empresarial, definiendo pautas y lineamientos como pueden ser topes en la cuantía y la exigencia de 

que estás estén dentro del giro ordinario de los negocios. 

Aceptada dispuesto en el Código General del Proceso.   En cuanto a la responsabilidad de los administradores está contemplada en el artículo 24 de la Ley 222 de 1995 y a ella se hace referencia en las 
consideraciones. En cuanto otras personas que tengan conocimiento de actos en conflicto de intereses o de competencia, se precisa que será obligación del revisor fiscal dar oportuna cuenta a los 

órganos sociales competentes conforme al numeral 2 del artículo 207 del Código de Comercio. Se acepta la referencia al informe de gestión de los administradores que puedan o deban conocer de las 
operaciones  conforme a las normas vigentes y se concuerda con las demás normas aplicables de reporte de operaciones con administradores y operaciones en grupos.  El páragrafo 4 se elimina, dado 
que se ajusta el proyecto en el sentido de limitarlo al interés de la sociedad, que es la consideración que debe tener el máximo órgano social para aprobar actos en conflicto de intereses o competencia 

según el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.   3. Se elimina la reglamentación de operaciones entre grupos por no ser un asunto previsto en el art. 23 de la Ley 222 de 1995. 

Aceptada23 1/11/2023
JUAN DIEGO 
MARTINEZ y 

CAMILO MERINO

ARTÍCULO 2.2.2.3.1. DEFINICIÓN DE CONFLICTO DE INTERESES. 
1. Hay ciertos actores que no se consideran personas bajo el ordenamiento jurídico colombiano y que pueden estar vinculados al administrador (v.gr. patrimonios autónomos, fondos de capital privado, sucesiones ilíquidas, etc.), 
algunos de ellos incluidos en la enumeración de “vinculados” contenida en el artículo siguiente del Proyecto. Por lo anterior, sugerimos que se elimine la referencia a “personas a él [vinculados]” que señalamos arriba y 
reemplazarlo por “sus vinculados”. 2. Por la redacción del artículo, pareciera que el conflicto de interés puede existir en cabeza de personas distintas al administrador (a saber, de sus vinculados). En consecuencia, sugerimos 
aclarar que dicho conflicto y los intereses contrapuestos se deben predicar únicamente del administrador y, de mantenerse el concepto de vinculados en el Proyecto, que las situaciones respecto aquellos solo serán constitutivas 
de conflicto de interés en la medida en que tengan entidad suficiente como para generar dicho interés contrapuesto en cabeza del administrador.
3. Para que pueda configurarse un conflicto de interés, es necesario que aquel interés del administrador o de sus vinculados estén contrapuestos al interés de la sociedad en la que el administrador ejerce sus funciones. Por lo 
anterior, sugerimos incorporar este concepto en la definición. 4. Consideramos que los intereses que están en conflicto no deberían limitarse a intereses económicos, comerciales o estratégicos. Esto, puesto que, a pesar de la 
complejidad de acreditar que intereses de otra naturaleza (v.gr. aquellos derivados de vínculos afectivos o de parentesco) pueden entrar en conflicto, este tipo de intereses y su influencia en las decisiones adoptadas por los 
administradores no deberían desconocerse. 5. Sugerimos aclarar que las operaciones respecto de las que pueden predicarse los conflictos de interés son aquellas celebradas por el administrador en tal calidad, o aquellas propias 
de la compañía en la que el administrador conflictuado ha tenido una influencia determinante. 6. De acuerdo con lo establecido en el artículo 23 de la Ley 222, la independencia o criterio para la toma de decisiones debe darse 
únicamente “en interés de la sociedad, teniendo en cuenta los intereses de sus asociados” y no respecto de sus subordinadas. Ello, ya que los deberes del administrador se predican respecto de la sociedad en las que ejerce sus 
funciones y no de sociedades distintas e independientes, aun si estas se encuentran en una situación de subordinación o vinculadas por pertenecer al mismo grupo empresarial de aquella. En adición a lo anterior, debe tenerse en 
cuenta que, incluso cuando exista un grupo empresarial, el interés de todas las subordinadas será el mismo de la matriz, por lo que, de cualquier manera, los administradores de dicha sociedad controlante únicamente deberán 
tener en cuenta el interés de esta última, manifestado en la fijación de la unidad de propósito y dirección. Por ello, sugerimos eliminar la referencia a las subordinadas cuando el artículo se hace alusión al mejor interés que se debe 
observar para la toma de decisiones.                              
 ARTÍCULO 2.2.2.3.2. CONFLICTO DE INTERESES VINCULADOS AL ADMINISTRADOR. 
1. En nuestro concepto, el título del artículo no es claro, por lo que puede generar equívocos en la interpretación de la norma. Por lo anterior sugerimos acotar el título a la referencia al vínculo con el administrador, más no al 
conflicto de intereses en sí. 2. Se sugiere aclarar que el listado de posibles vínculos no será taxativo y que por el contrario tiene efectos ilustrativos, con el fin de evitar la exclusión de otras situaciones en las cuales otros sujetos 
puedan considerarse como vinculados por causas distintas a las enumeradas. 3. Consideramos que el numeral 5 debe reflejar que el fideicomitente o beneficiario del patrimonio autónomo tenga una influencia igual a la que tendría 
un controlante respecto de una sociedad (como en el caso contemplado en el numeral 3) (v.gr. por la participación en los derechos fiduciarios o por el paso que tenga su voto en la asamblea de fideicomitentes o comité fiduciario), 
en especial teniendo la dispersión en los derechos fiduciarios que pueden tener algunos de estos vehículos (v.gr. en fiducias inmobiliarias).
4. Así mismo, se sugiere aclarar que la celebración de operaciones entre la compañía y los sujetos calificados como vinculados no están necesariamente viciadas por un conflicto de interés, por cuanto, se reitera, lo que da lugar al 
conflicto de interés es la contraposición efectiva de intereses entre aquellos de la sociedad y otros que el administrador pueda llegar a considerar al actuar o adoptar una decisión. Además, estimamos inconveniente y restrictivo de 
la dinámica empresarial que se considere que pueda configurarse un conflicto de intereses únicamente por cumplir con el requisito objetivo, por ejemplo, el de ocupar un cargo de administrador o fungir como controlante de una 
sociedad. En nuestro criterio el conflicto de intereses de las personas indicadas en los numerales en comento debería considerarse únicamente si esa persona se encuentra ejerciendo efectivamente sus funciones como 
administrador o accionista controlante respecto de la situación que da origen al potencial conflicto. En consideración a lo anterior proponemos ajustar la redacción a los numerales 3 y 4 del presente artículo en línea con lo indicado 
previamente.                                                                                 
ARTÍCULO 2.2.2.3.3. COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD. 
1. Para no exceder el alcance del artículo 23 de la Ley 222, consideramos que las apropiaciones de oportunidades de negocio únicamente deberían estar sujetas a estas normas cuando representen efectivamente actos de 
competencia o actos viciados por conflictos de interés, lo cual debe ser analizado en cada caso concreto por el juez, y no como una categoría autónoma adicional no contemplada en la norma que se pretende regular. Por lo 
anterior, sugerimos delimitar la aplicación de la apropiación de oportunidad negocio a situaciones que impliquen una violación a los deberes efectivamente contemplados en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995.
2. Si se tiene la intención de regular la usurpación por parte de los administradores de las oportunidades de negocio que podrían pertenecer a la sociedad, creemos que es indispensable definir el concepto de “oportunidad de 
negocio” y delimitar la restricción respecto de su apropiación a cuando, efectivamente, la sociedad está en la capacidad de aprovecharlas (con base en criterios híbridos como (1) si la sociedad tiene capacidad financiera para 
explotar la oportunidad; (2) si la oportunidad está dentro de la línea de negocios de la corporación; (3) si la compañía tiene interés o expectativa en la oportunidad; y (4) si al aprovechar la oportunidad para sí mismo, el administrador 
se colocaría en una posición violatoria de sus deberes hacia la sociedad). Consideramos que lo anterior también resulta útil, en la medida en que acota la presunción contenida en el segundo inciso del artículo 2.2.2.3.3.
3. Adicionalmente, consideramos que la redacción propuesta en el inciso segundo de la norma en comento que busca regular la usurpación por parte de los administradores de las oportunidades de negocio es general e imprecisa 
respecto de la expresión "guarde relación con sus principales actividades de explotación económica o del giro ordinario de los negocios". Lo anterior toda vez esto podría tener diferentes interpretaciones incluyendo, pero sin 
limitarse a, actividades pertenecientes a una misma cadena de valor, lo que en esencia puede resultar restrictivo de la libertad de empresa y la libre competencia, previstos en los artículos 88 y 333 de la Constitución Política.                          
4. Sin perjuicio de lo anterior, consideramos que se excede la potestad reglamentaria al prever una presunción que puede no solo tener implicaciones sustanciales, sino también procesales, que (i) afectan el contenido del Código 
General del Proceso, codificación que solo puede ser adicionada o modificada por el legislador3 y (ii) excede el alcance mismo de la norma que se pretende reglamentar mediante el Proyecto.                                                                                                                                                                             
ARTÍCULO 2.2.2.3.4. PROCEDIMIENTO EN CASOS DE CONFLICTO DE INTERESES O COMPETENCIA CON LA SOCIEDAD. 
1. En relación con el numeral 2, creemos importante aclarar que la reconfiguración de, tanto el quorum, como las mayorías decisorias, debe ser aplicables solo para efectos de la decisión respecto del acto o negocio que implique 
el conflicto de interés, y no respecto de toda la reunión. De lo contrario, se estaría excluyendo al administrador presuntamente conflictuado de decisiones respecto de las cuales no se le debería impedir votar.
2. En nuestra opinión, al exigirse en el numeral 3 que, para autorizar la celebración de actos o negocios viciados por un conflicto de interés, deba cumplirse con el criterio de plena competencia, se está adicionando otra condición, 
distinta de la establecida en el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, para la autorización de estos actos. Consideramos que lo anterior excede y modifica materialmente lo previsto en la ley que se pretende únicamente 
reglamentar.
3. Dado que, bajo la norma vigente y bajo la actualmente propuesta, no existen criterios para imponer las multas y la inhabilidad para ejercer el comercio a las que se refiere este artículo, sugerimos que se incluyan en el numeral 5 
directrices para dichos efectos. Creemos que esto puede facilitar la aplicación de la norma por parte del juez y brindaría mayor seguridad jurídica a las partes.
4. Consideramos que la referencia exclusiva a las sociedades por acciones simplificadas contenidas en el parágrafo 1 cuando se alude al artículo 44 de la Ley 1258 de 2008 es inconveniente. Ello, toda vez que parece restringir las 
competencias jurisdiccionales de la Superintendencia de Sociedades a los conflictos en las que estén involucradas este tipo de sociedades, cuando dichas competencias ya fueron extendidas a los demás tipos societarios 
mediante el artículo 252 de la Ley 1450 de 2011 (aún vigente), y la expedición del Código General del Proceso.
5. De otro lado, sugerimos eliminar el parágrafo 2 del artículo, toda vez que se plantea como un deber de los asociados y revisor fiscal. Además, consideramos que establecer un deber de esta naturaleza para las personas 
mencionadas sin conocer las consecuencias jurídicas que se pueden derivar por su inobservancia, puede generar una carga excesiva para dichas partes respecto de un asunto que debe ser responsabilidad del administrador 
inmerso en la potencial situación de conflicto de intereses.               
ARTÍCULO 2.2.2.3.5. OPERACIONES EN GRUPOS EMPRESARIALES Y ENTRE CONTROLANTES Y SUBORDINADAS O SUBORDINADAS ENTRE SÍ. 
1. Consideramos que el escenario que se pretende regular en este artículo se refiere a cuando el conflicto de interés surge exclusivamente en razón de la existencia de una situación de control o grupo empresarial (a saber, por un 
interés potencialmente contrapuesto del controlante y la sociedad subordinada), por lo cual la excepción contemplada en el mismo no debería referirse a cualquier conflicto de interés que surja cuando se celebren entre sociedades 
controladas por una misma matriz sino únicamente al de las características antes descritas.
2. Bajo el entendido anterior, parece no ser claro en qué escenario puede aplicar el escenario de competencia como algo exceptuarle de la regla general. Por ello sugerimos revisar esa referencia, pues a nuestro parecer es 
inconveniente y excede la situación del giro ordinario de los negocios de conglomerados que se entendemos pretende exceptuar de la regla general de autorización.
3. En lo referente a la exclusión de la aplicación del “procedimiento de autorización consagrado en el artículo anterior”, a pesar de que es claro que no se debe surtir el mismo cuando se cumplan las condiciones señaladas en los 
numerales 1 y 2, no es claro si las consecuencias de nulidad de los actos, responsabilidad de los administradores o accionistas cuando resulten perjudiciales para la sociedad o de imposición de multas o la sanción de inhabilidad 
para ejercer el comercio allí contemplados tampoco aplican. Lo anterior, dado que, a pesar de que el artículo anterior (2.2.2.3.4.) se califica “procedimiento”, lo cierto es que el alcance de los numerales 4 y 5 regula sanciones 
aplicables, en algunos casos incluso si se ha surtido el proceso de autorización contemplados en los numerales que los anteceden. Consideramos valioso aclarar la aplicación de la excepción contemplada en el artículo 2.2.2.3.5. 
en ese sentido.
4. En nuestra opinión, no es claro si la frase señalada del numeral 2 del artículo 2.2.2.3.5. es un requisito para no tener que surtir el procedimiento del artículo inmediatamente anterior o una reglamentación adicional de las 
disposiciones de relativas al informe de gestión y el régimen de matrices y subordinadas. No pareciera ser el caso, pues es una acción que se debe adoptar con posterioridad a la celebración del acto. En este sentido, sugerimos 
aclararlo.                                                                                                                     
ARTÍCULO 2.2.2.3.6. DEFERENCIA AL CRITERIO DE DISCRECIONALIDAD EMPRESARIAL DE LOS ADMINISTRADORES. 
1. En nuestro concepto, la referencia a las “autoridades” que deben respetar el criterio adoptado por los administradores en la toma de decisiones resulta ser muy amplio, pues no solo cubriría a autoridades jurisdiccionales (que 
son las que deben aplicar la regla que se propone), sino que podría entenderse que cobija también autoridades con funciones administrativas o incluso entes de control. Consideramos que esta norma no puede exceder del ámbito 
de aplicación jurisdiccional.
2. Si bien es conveniente que nuestro ordenamiento contemple explícitamente la regla del respeto por las decisiones de negocios de los administradores (regla de la discrecionalidad) en el régimen societario, consideramos que la 
competencia para hacerlo, en los términos planteados, le corresponde al legislador, por implicar una modificación al régimen de responsabilidad civil previsto para los administradores sociales en el Código de Comercio.
3. Por otro lado, encontramos que la forma en la que se busca configurar esta disposición excede y difiere del planteamiento jurisprudencial desarrollado por la Superintendencia de Sociedades y respaldado por la Corte Suprema 
de Justicia. Esto, ya que dichos pronunciamientos judiciales se limitan a manifestar que los jueces deben abstenerse de inmiscuirse en las decisiones de negocios de los empresarios, salvo que se trate casos de mala fe, 
extralimitación de sus funciones, incumplimiento o violación de la ley o de los estatutos, conflicto de intereses, sin por ello establecer una presunción respecto de si las decisiones fueron adoptadas de buena fe y en el mejor interés 
de la sociedad.



No. 
Fecha de 
recepción

Remitente 
Observación recibida

Estado Consideración desde entidad

Martha Ruth Ardila Herrera
Superintendente Delegada de Supervisión Societaria

Superintendencia de Sociedades 


